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ACTA DE LA SESIÓN EXTRAORDINARIA CELEBRADA POR EL PLENO EL DÍA 26 DE ENERO DE 2022
En Bedmar, siendo las 19:00 horas del día 26 de ENERO de 2022 previa la formal convocatoria se reúnen los miembros de la Corporación que a continuación se expresan:

GRUPO SOCIALISTA.-

D. PABLO RUIZ AMEZCUA. ALCALDE-PRESIDENTE

D. FRANCISCO REYES MARTINEZ,
D. JUAN FRANCISCO SERRANO MARTINEZ

Dª MARÍA TRINIDAD TORRES AMEZCUA,

D. ENRIQUE CARRERAS FRESNO

Dª ISABEL TROYANO CARRERAS

D. GREGORIO QUESADA ESPINOSA

Dª MARIA DEL CARMEN NOGUERAS FUENTES

D. ALBERTO SANCHEZ LINDE

GRUPO POPULAR

D. MIGUEL CONTRERAS LOPEZ (PORTAVOZ)

D. ANTONIO AGUILERA GARRIDO.

SECRETARIO-INTERVENTOR 

D. FRANCISCO SANCHEZ FONTA

AUSENCIAS: D. ALBERTO SANCHEZ LINDE

 (GRUPO SOCIALISTA) JUSTIFICADA.

  Se abre la sesión, tratándose los asuntos comprensivos del orden del día de la convocatoria, recayendo los siguientes acuerdos:

1º) APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL BORRADOR DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR.

Sometida a consideración de los corporativos y no habiendo reparo o enmienda a la misma, se aprueba el acta de la sesión de fecha 24 de noviembre de 2021, por unanimidad de los presentes, ordenándose su transcripción al Libro de Actas correspondiente. 

2º) APROBACIÓN DE LA CUENTA GENERAL DEL EJERCICIO 2020.
  Dicha cuenta fue dictaminada por la Comisión Especial de Cuentas de 24 de noviembre de 2021 y en cumplimiento de cuanto dispone el artículo 212 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y se expuso al público por plazo de quince días, durante los cuales y ocho más a efectos de reclamaciones, reparos u observaciones, mediante edicto publicado en el Boletín Oficial de la Provincia número 226 de 26 de noviembre de 2021, SIN QUE SE HAYA PRESENTADO NINGUNA, procede pues la aprobación definitiva por el Pleno.
El dictamen de la Comisión exponía lo siguiente:

Primero: Dictaminar favorablemente la Cuenta General con el siguiente resultado:
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Enviar Incidencia

Liquidacion de los Presupuestos de las Entidades Locales para 2020

Entidad Local

01-23-902-AA-000] [Bedmar y Garciez ]

F.1.1.11 Resultado Presupuestario
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/2. Operaciones corrientes 2.781.936,62 2.421.474,62 360.462,00
lb- Otras operaciones no financieras 938.509,56| 1.653.004,52] 715.304,03
1.~ Total Operaciones no financieras (a + b) 3.720.536,21 4.075.469,14) -354.032,03
2. Activos financieros. 0,00 0,00 0,00
3. Pasivos financieros 655.095,50 126.913,54] 520.076,9|
|A. Resultado Presupuestario del ejercicio (C1- C2) a376.531,71 3.202.387,63 174.144,03
[Ajustes:

[a. Créditos gastados financiados con Remanente de tesoreria para gastos generales 0,00
5. Desviaciones de financiacién negativas del eje 0,00
6. Desviaciones de financiacién positivas del ejercicio 0,00
. Resultado Presupusstario Ajustado (A + 4 + 5 -6) 174.134,03

En esta formulrio los datos s envian automticamants.
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V. REMANENTE DE TESORERTA PARA GASTOS GENERALES (I-II-IT) Rast 1.077.551,11
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Segundo: Exponerla al público durante quince días para que durante ese plazo y ocho días más, se admitan las reclamaciones, reparos y observaciones que puedan formularse por escrito.

Tercero: En caso de que se produzca reclamación, reparo u observación, la Comisión estudiará las que se presenten y emitirá un nuevo informe que elevará al Pleno de la Corporación. Si no se produjese ninguna reclamación, se elevará al Pleno de la Corporación el presente dictamen, a fin de que se emita el acuerdo que proceda.”
Sometida a votación resulta aprobada la Cuenta General del Presupuesto de 2020 por 8 votos a favor del Grupo Socialista y 2 abstenciones del Grupo Popular, ordenándose se rinda cuentas de la misma al Tribunal de Cuentas y Cámara de Cuentas de Andalucía.

3º) APROBACIÓN INICIAL DE LA ORDENANZA FISCAL DEL IMPUESTO SOBRE EL INCREMENTO DE LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA.

Por la presente, se somete a consideración del Pleno el texto de la dicha Ordenanza en que se aprueba una reducción del 12% con respecto a los coeficientes máximos de la base imponible.
La Ordenanza tiene como motivo la anulación de la regulación de este impuesto por la Sentencia del Tribunal Constitucional 59/2021 de 26 de octubre que provoca la aprobación del Real Decreto-ley 26/2021, de 8 de noviembre, por el que se adapta el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, a la reciente jurisprudencia del Tribunal Constitucional respecto del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza UrbanaLa Sentencia del Tribunal Constitucional 59/2017.
PROPUESTA DE ORDENANZA FISCAL REGULADORA DEL IMPUESTO SOBRE EL INCREMENTO DEL VALOR DE LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA

El Ayuntamiento de BEDMAR Y GARCÍEZ, de conformidad con lo que establece el artículo 106.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, y haciendo uso de la facultad reglamentaria que le atribuye el artículo 15.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de Marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL), establece el Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, previsto en el artículo 59.2 de dicha Ley.

CAPÍTULO I. DISPOSICIÓN GENERAL

Artículo 1.

El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (IIVTNU) es un tributo directo que los Ayuntamientos podrán establecer, cuya exacción se efectuará con sujeción a lo dispuesto esta Ordenanza y, en el supuesto de delegación del tributo, contemplando igualmente lo dispuesto en la Ordenanza Fiscal General del Organismo delegado.

En lo no previsto en la presente Ordenanza se regirá por lo dispuesto en los artículos 104 a 110 del TRLRHL.

CAPÍTULO II. HECHO IMPONIBLE

Artículo 2.

Constituye el hecho imponible el incremento de valor que experimenten los terrenos de naturaleza urbana y que se ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de su propiedad por cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los referidos bienes.

El título a que se refiere el apartado anterior será todo hecho, acto o negocio jurídico, cualquiera que sea su forma, que origine un cambio del sujeto titular de las facultades dominicales de disposición o aprovechamiento sobre un terreno o adquisición de cualquier otro derecho real, ya tenga lugar por ministerio de la Ley, por actos mortis causa o inter vivos, a título oneroso o gratuito.

Artículo 3.

A los efectos de este impuesto, estará sujeto a éste el incremento de valor que experimenten los terrenos que tengan la consideración de terrenos de naturaleza urbana a efectos de Catastro, los terrenos calificados urbanísticamente como urbanizables programados y los bienes inmuebles clasificados como de características especiales a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

Artículo 4

No están sujetas a este impuesto y, por tanto, no devengan el mismo, las transmisiones de terrenos de naturaleza urbana que se realicen con ocasión de:

La transmisión de terrenos que tengan la consideración de rústicos a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

Las operaciones de fusión o escisión de empresas, así como de las aportaciones no dinerarias de ramas de actividad, a las que resulte aplicable el régimen tributario establecido la disposición adicional segunda de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades (LIS), regula el régimen del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (IIVTNU) en operaciones de reestructuración empresarial, a excepción de las relativas a terrenos que se aporten al amparo de lo previsto en el artículo 94 del citado texto refundido cuando no se hallen integrados en una rama de actividad.

Las operaciones relativas a los procesos de adscripción a una Sociedad Anónima Deportiva de nueva creación, siempre que se ajusten plenamente a las normas previstas en la Ley 10/1990, de 15 de octubre del Deporte y Real Decreto 1084/1991, de 5 de julio sobre Sociedades Anónimas Deportivas.

Las aportaciones de bienes y derechos realizadas por los cónyuges a la sociedad conyugal, adjudicaciones que a su favor y en pago de ellas se verifiquen y transmisiones que se hagan a los cónyuges en pago de sus haberes comunes.

Tampoco se producirá la sujeción al impuesto en los supuestos de transmisiones de bienes inmuebles entre cónyuges o a favor de los hijos, como consecuencia del cumplimiento de sentencias en los casos de nulidad, separación o divorcio matrimonial, sea cual sea el régimen económico matrimonial.

Las aportaciones o transmisiones de bienes inmuebles efectuadas a la SAREB en los términos establecidos en el artículo 104.4 del TRLRHL.

Las adjudicaciones de terrenos por la disolución y liquidación de una comunidad de bienes o de cotitularidad en proindiviso, cuando se efectúen a favor de los partícipes que la integran en proporción a sus respectivos derechos, y siempre que no medien excesos de adjudicación que hayan de compensarse en metálico.

Este supuesto de no sujeción será aplicable cuando existe un único bien inmueble indivisible o cuando exista un reparto equitativo de los bienes con compensación en metálico del exceso de adjudicación. Las disoluciones parciales no constituyen supuestos de no sujeción y tributarán por las transmisiones realizadas.

Las transmisiones de terrenos a que den lugar las operaciones distributivas de beneficios y cargas por aportación de los propietarios incluidos en la actuación de transformación urbanística, o en virtud de expropiación forzosa, y las adjudicaciones a favor de dichos propietarios en proporción a los terrenos aportados por los mismos conforme lo dispuesto en el artículo 23 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.

Cuando el valor de los solares adjudicados a un propietario exceda del que proporcionalmente corresponda a los terrenos aportados por el mismo, se girarán las liquidaciones procedentes en cuanto al exceso

Los de primera adjudicación de pisos o locales verificados por las Cooperativas de Viviendas a favor de sus socios cooperativistas.

Los de retención o reserva del usufructo y los de extinción del citado derecho real, ya sea por fallecimiento del usufructuario o por transcurso del plazo para el que fue constituido.

Los contratos de opción de compra, mientras no se ejercite la opción.

Contratos de promesa de venta o precontrato.

Las declaraciones de obra nueva.

En la posterior transmisión de los inmuebles se entenderá que el número de años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor de los terrenos no se ha interrumpido por causa de la transmisión derivada de las operaciones previstas en este apartado.

2.- No se producirá la sujeción al impuesto en las transmisiones de terrenos respecto de los cuales se constate la inexistencia de incremento de valor por diferencia entre los valores de dichos terrenos en las fechas de transmisión y adquisición.

Para ello, el interesado en acreditar la inexistencia de incremento de valor deberá declarar la transmisión, así como aportar los títulos que documenten la transmisión y la adquisición.

Para constatar la inexistencia de incremento de valor, como valor de transmisión o de adquisición del terreno se tomará en cada caso el mayor de los siguientes valores, sin que a estos efectos puedan computarse los gastos o tributos que graven dichas operaciones: el que conste en el título que documente la operación o el comprobado, en su caso, por la Administración tributaria.

Cuando se trate de la transmisión de un inmueble en el que haya suelo y construcción, se tomará como valor del suelo a estos efectos el que resulte de aplicar la proporción que represente, en la fecha de devengo del impuesto, el valor catastral del terreno respecto del valor catastral total y esta proporción se aplicará tanto al valor de transmisión como, en su caso, al de adquisición.

Si en el momento de adquisición original el suelo no estaba construido, pero en el momento de la transmisión final sí, no se aplicará esta proporción del valor catastral del suelo respecto del valor catastral total, respecto del valor inicial y únicamente se aplicará sobre el valor de la transmisión final.

Si la adquisición o la transmisión hubiera sido a título lucrativo se aplicarán las reglas de los párrafos anteriores tomando, en su caso, por el primero de los dos valores a comparar señalados anteriormente, el declarado en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

En la posterior transmisión de los inmuebles a los que se refiere este apartado, para el cómputo del número de años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor de los terrenos, no se tendrá en cuenta el periodo anterior a su adquisición.

CAPÍTULO III. EXENCIONES Y BONIFICACIONES

Artículo 5.

Están exentos de este impuesto los supuestos contemplados en el artículo 105 del TRLRHL con las siguientes especialidades:

En el caso de las transmisiones de bienes que se encuentren dentro del perímetro delimitado como Conjunto Histórico-Artístico o hayan sido declarados individualmente de interés cultural, según lo establecido en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, cuando sus propietarios o titulares de derechos reales acrediten que han realizado a su cargo y costeado obras de conservación, mejora o rehabilitación en dichos inmuebles, siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

Primera. Que las obras se hayan realizado en los años en el transcurso de los cuales se haya puesto de manifiesto el incremento de valor, tras la obtención de la correspondiente licencia municipal y de conformidad con las normas reguladoras del régimen de protección de esta clase de bienes.
Segunda. Que el importe total de las obras, de acuerdo con el presupuesto o los presupuestos presentados a efectos del otorgamiento de la licencia, cubran como mínimo el incremento de valor.

En la solicitud de exención, se acompañará la prueba documental acreditativa del cumplimiento de las condiciones señaladas y, en su defecto o si esta prueba es insuficiente, la que se considere adecuada en sustitución o como complemento de esta prueba.

Artículo 6.

Asimismo, estarán exentos de este impuesto los correspondientes incrementos de valor cuando la obligación de satisfacer aquél recaiga sobre las entidades sin fines lucrativos y aquellas otras entidades recogidas en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo en los supuestos y con los requisitos que la citada ley y el Reglamento para la aplicación del régimen fiscal de las mencionadas entidades aprobado por Real Decreto 1270/2003, de 10 de octubre, establecen.

CAPÍTULO IV SUJETOS PASIVOS

Artículo 7.

Es sujeto pasivo del impuesto a título de contribuyente:

En las transmisiones de terrenos o en la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio a título lucrativo, la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya o transmita el derecho real de que se trate.

En las transmisiones de terrenos o en la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio a título oneroso, la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que transmita el terreno, o que constituya o transmita el derecho real de que se trate.

En los supuestos, a que se refiere la letra b) del apartado anterior, tendrá la consideración de sujeto pasivo sustituto del contribuyente, la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley General Tributaria, que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya o transmita el derecho real de que se trate, cuando el contribuyente sea una persona física no residente en España.

CAPÍTULO V. BASE IMPONIBLE

Sección 1ª. Base imponible

Artículo 8.

La base imponible de este impuesto está constituida por el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana puesto de manifiesto en el momento del devengo y experimentado a lo largo de un periodo máximo de veinte años.

Para determinar el importe del incremento se aplicará sobre el valor del terreno en el momento del devengo, el coeficiente que corresponda en función del número de años durante los cuales se hubiese generado dicho incremento.

El valor de los terrenos en el momento del devengo resultará de lo establecido en las reglas recogidas en el art. 107.2 y 3 del TRLRHL. Para la aplicación concreta de este precepto, deberá tenerse presente:

Que en las transmisiones de partes indivisas de terrenos o edificios, su valor será proporcional a la porción o cuota transmitida.

Que en las transmisiones de pisos o locales en régimen de propiedad horizontal, su valor será el específico del suelo que cada finca o local tuviere determinado en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, y si no lo tuviere todavía determinado su valor se

estimará proporcional a la cuota de copropiedad que tengan atribuida en el valor del inmueble y sus elementos comunes.

Que, cuando dicho valor sea consecuencia de una Ponencia de valores que no refleje modificaciones de planeamiento aprobadas con posterioridad a la aprobación de la citada Ponencia, se podrá liquidar provisionalmente este impuesto con arreglo a aquél. En estos casos, en la liquidación definitiva se aplicará el valor de los terrenos una vez se haya obtenido conforme a los procedimientos de valoración colectiva que se instruyan, referido a la fecha del devengo.

Que, cuando el terreno aún siendo de naturaleza urbana o integrado en un bien inmueble de características especiales en el momento del devengo del impuesto, no tenga determinado valor catastral en dicho momento, o, si lo tuviere, no concuerde con el de la finca realmente transmitida, a consecuencia de aquellas alteraciones de sus características no reflejadas en el Catastro o en el Padrón del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, que deban conllevar la asignación de valor catastral conforme a las mismas, el Ayuntamiento o el Organismo delegado podrá practicar la liquidación cuando el referido valor catastral sea determinado, refiriendo dicho valor al momento del devengo.

En los supuestos de expropiación forzosa, se tomará como valor la parte del justiprecio correspondiente al terreno, salvo que el valor definido en el apartado anterior fuese inferior, en cuyo caso prevalecerá este último sobre el justiprecio.

A los efectos del art. 107.3 del TRLRHL, para los casos en que se modifiquen los valores catastrales como consecuencia de un procedimiento de valoración colectiva de carácter general, durante los cinco primeros años de efectividad de los nuevos valores catastrales resultantes de la Ponencia de Valores aprobada, se tomará como valor del terreno el importe que resulte de aplicar a los nuevos valores catastrales la reducción del 60% sobre dicho valor. 

La reducción prevista no será de aplicación a los supuestos en los que los valores catastrales resultantes del procedimiento de valoración colectiva a que aquél se refiere sean inferiores a los hasta entonces vigentes.

El valor catastral reducido en ningún caso podrá ser inferior al valor catastral del terreno antes del procedimiento de valoración colectiva.

El coeficiente a aplicar sobre el valor del terreno en el momento del devengo, calculado conforme a lo dispuesto en el artículo 107 TRLRHL y los apartados anteriores, será:

	Periodo de generación
	Coeficiente

	Inferior a 1 año.
	    0,12

	1 año.
	    0,11

	2 años.
	    0,13

	3 años.
	    0,13

	4 años.
	    0,15

	5 años.
	    0,15

	6 años.
	    0,13

	7 años.
	    0,11

	8 años.
	    0,09

	9 años.
	    0,08

	10 años.
	    0,07

	11 años.
	    0,07

	12 años.
	    0,07

	13 años.
	    0,07

	14 años.
	    0,09

	15 años.
	    0,11

	16 años.
	    0,13

	17 años.
	    0,18

	18 años.
	    0,23

	19 años.
	    0,32

	Igual o superior a 20 años.
	    0,40


Estos coeficientes máximos serán actualizados anualmente mediante norma con rango legal, pudiendo llevarse a cabo dicha actualización mediante las leyes de presupuestos generales del Estado.

Si, como consecuencia de esta actualización, alguno de los coeficientes aprobados por la vigente ordenanza fiscal resultara ser superior al correspondiente nuevo máximo legal, se aplicará este directamente hasta que entre en vigor la modificación de ordenanza fiscal para corregir dicho exceso.

Para determinar el número de años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor, sólo se considerarán los años completos que integren dicho período, sin que a tales efectos puedan considerarse las fracciones de año de dicho período.

En el caso de que el periodo de generación sea inferior a un año, se prorrateará el coeficiente anual teniendo en cuenta el número de meses completos, es decir, sin tener en cuenta las fracciones de mes.

7.- Cuando, a instancia del sujeto pasivo, conforme al procedimiento establecido en el artículo 104.5 del TRLRHL, se constate que el importe del incremento de valor es inferior al importe de la base imponible determinada con arreglo a lo dispuesto en el artículo 107 del TRLRHL, se tomará como base imponible el importe de dicho incremento de valor, de modo que se aplique la fórmula de cálculo más beneficiosa para el contribuyente.

Artículo 9.

Cuando el terreno hubiere sido adquirido por el transmitente por cuotas o porciones en fechas diferentes, se considerarán tantas bases imponibles como fechas de adquisición estableciéndose cada base en la siguiente forma:

Se distribuirá el valor del terreno proporcionalmente a la porción o cuota adquirida en cada fecha.

A cada parte proporcional, se aplicará el coeficiente correspondiente al período respectivo de generación del incremento de valor.

Artículo 10.

En la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio, su valor vendrá determinado, a su vez, por aplicación, sobre el valor definido en el artículo 8, de un porcentaje estimado según las reglas siguientes:

El usufructo temporal, a razón del 2 por 100 por cada período de un año, sin exceder del 70 por 100.

Los usufructos vitalicios, al 70 por 100 cuando el usufructuario cuente menos de veinte años, minorando, a medida que aumente la edad, en la proporción de un 1 por 100 menos por cada año más con el límite mínimo del 10 por 100.

El usufructo constituido a favor de una persona jurídica, si se estableciera por plazo superior a 30 años o por tiempo indeterminado, se considerará fiscalmente como transmisión de plena propiedad sujeta a condición resolutoria, estimándose, por tanto, su valor igual al 100 por 100 del valor del terreno.

En la transmisión de un derecho de usufructo constituido con anterioridad se aplicará el mismo porcentaje que se atribuyó en la fecha de su constitución según las reglas precedentes.

En caso de que se produzca la transmisión del derecho de usufructo o de la nuda propiedad del inmueble, se deberá calcular el valor del derecho transmitido teniendo en cuenta la edad de la persona usufructuaria en el momento de la transmisión.

Los derechos reales de uso y habitación se estimaran al 75 por 100 de los porcentajes que correspondieren a los usufructos temporales o vitalicios, según las reglas precedentes.

El valor del derecho de la nuda propiedad se fijará de acuerdo con la diferencia entre el valor del usufructo, uso o morada y el valor total del terreno. En los usufructos vitalicios que, a la vez, sean temporales, la nuda propiedad se valorará aplicando, de las reglas anteriores, aquella que le atribuya menos valor.

El derecho real de superficie se regirá por las reglas establecidas para el derecho de usufructo.

En la constitución o transmisión del derecho a elevar una o más plantas sobre un edificio o terreno, o del derecho a construir bajo el suelo, sin implicar la existencia de un derecho real de superficie, se aplicará el porcentaje correspondiente sobre la parte del valor que representa, respecto del mismo, el módulo de proporcionalidad fijado en la escritura de transmisión o, en su defecto, lo que resulta de establecer la proporción entre la superficie o volumen de las plantas para construir en el suelo o el subsuelo y la total superficie o volumen edificados una vez construidas aquellas. En caso de que no se especifique el número de nuevas plantas, se estará, a fin de establecer la proporcionalidad, el volumen máximo edificable según el planeamiento vigente.

Los derechos reales no incluidos en apartados anteriores se imputarán por el capital, precio o valor que las partes hubiesen pactado al constituirlos, si fuere igual o mayor que el que resulte de la capitalización al interés legal del dinero de la renta o pensión anual, o éste si aquél fuere menor. En ningún caso el valor así imputado debe ser superior al que tengan determinado en el momento de la transmisión a efectos del impuesto sobre bienes inmuebles.

Si el derecho de usufructo vitalicio se constituye simultánea y sucesivamente en favor de dos o más usufructuarios, el porcentaje se estimará teniendo en cuenta únicamente el usufructuario de menor edad.

En el caso de dos o más usufructos vitalicios sucesivos, el porcentaje aplicable a cada uno de ellos se estimará teniendo en cuenta la edad del respectivo usufructuario; correspondiendo aplicar en estos casos, a la nuda propiedad cuando proceda, el porcentaje residual de menor valor.

En las sustituciones fideicomisarias se exigirá el impuesto en la institución y en cada sustitución, aplicando en cada caso el porcentaje estimado según la regla anterior, salvo que el adquirente tuviera facultad de disposición de los bienes, en cuyo caso se liquidará el impuesto por la plena propiedad.
Fallecido el heredero sin aceptar la herencia de su causante y transmitido a los suyos su “ius delationis”, al aceptar estos últimos la herencia de su causante - que falleció sin aceptar la del suyo- se entenderá producida una única transmisión y adquisición hereditaria sometida a gravamen.

CAPÍTULO VI. DEUDA TRIBUTARIA
Sección 1ª. Tipo de gravamen y cuota tributaria

Artículo 11.

La cuota íntegra de este impuesto será el resultado de aplicar a la base imponible o, en su caso, bases imponibles, el tipo del 30%.

[image: image6.emf]
Sección 2ª. Bonificaciones
Artículo 12. Bonificaciones potestativas.

1.- Cuando el incremento de valor se manifieste, por causa de muerte, respecto de la transmisión de la propiedad de la vivienda habitual del causante o de la constitución o transmisión de un derecho real de goce limitativo de dominio sobre los referidos bienes, a favor de los descendientes, ascendientes, por naturaleza o adopción, y del cónyuge o pareja de hecho la cuota íntegra del impuesto se verá bonificada de la siguiente forma:

· 95% si el valor catastral del terreno correspondiente a la vivienda no excede de 3.000 euros.

· 75% si el valor catastral del terreno correspondiente a la vivienda está comprendido entre 3.000,01 y 3.500 euros.

· 50%  si el valor catastral del terreno correspondiente a la vivienda excede de 3.500 euros.
CAPÍTULO VII. DEVENGO Y PERÍODO IMPOSITIVO

Sección 1ª. Devengo del impuesto

Artículo 13.

El impuesto se devenga:

Cuando se transmita la propiedad del terreno ya sea a título oneroso o gratuito, entre vivos o por causa de muerte, en la fecha de la transmisión.

Cuando se constituya o transmita cualquier derecho real de goce limitativo del dominio, en la fecha en que tenga lugar la constitución o transmisión.

A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se considerará como fecha de la transmisión:

En el caso de transmisión por causa de muerte, la transmisión se entiende producida en el momento de la muerte del causante.

En los actos o contratos entre vivos, la del otorgamiento del documento público y, cuando se trate de documentos privados, desde el día en que hubiese sido incorporado o inscrito en un registro público, desde la muerte de cualquiera de los que lo firmaron, o desde el día en que se entregase a un funcionario público por razón de su oficio.

En las ejecuciones hipotecarias se entenderá producida la transmisión en la fecha del testimonio expedido por el Letrado de Administración de Justicia comprensivo del decreto o auto judicial de adjudicación. Excepto que conste y se pruebe que el bien inmueble se ha puesto a disposición del nuevo propietario (traditio real) en un momento anterior a expedirse el testimonio.

En las subastas administrativas (artículo 104.1 i) del Reglamento General de Recaudación) la transmisión se entiende producida con la certificación del acta de adjudicación de los bienes entregada al adjudicatario, una vez ingresado el remate, o por la correspondiente escritura pública, en aquellos casos en los que el adjudicatario opte por este modo de formalización conforme al artículo 111.1 del citado Reglamento.

En las expropiaciones forzosas, la fecha del acta de ocupación y pago.

En el caso de adjudicación de solares que se efectúen por entidades urbanísticas a favor de titulares de derechos o unidades de aprovechamiento distintos de los propietarios originariamente aportantes de los terrenos, la de protocolización del acta de reparcelación.

Artículo 14.
Cuando se declare o reconozca judicial o administrativamente por resolución firme haber tenido lugar la nulidad, rescisión o resolución del acto o contrato determinante de la transmisión del terreno o de la constitución o transmisión del derecho real de goce sobre aquél, el sujeto pasivo tendrá derecho a la devolución del impuesto satisfecho, siempre que dicho acto o contrato no le hubiere producido efectos lucrativos y que reclame la devolución en el plazo de 4 años desde que la resolución quedó firme, entendiéndose que existe efecto lucrativo cuando no se justifique que los interesados deban efectuar las recíprocas devoluciones a que se refiere el artículo 1.295 del Código Civil. Aunque el acto o contrato no haya producido efectos lucrativos, si la rescisión o resolución se declarase por incumplimiento de las obligaciones del sujeto pasivo del impuesto, no habrá lugar a devolución.

Si el contrato queda sin efecto por mutuo acuerdo de las partes contratantes, no procederá la devolución del impuesto satisfecho y se considerará como un acto nuevo sujeto a tributación. Como tal mutuo acuerdo se estimará la avenencia en acto de conciliación y el simple allanamiento a la demanda.

En los actos o contratos en que medie alguna condición, su calificación se hará con arreglo a las prescripciones contenidas en el Código Civil. Si fuese suspensiva no se

liquidará el impuesto hasta que ésta se cumpla. Si la condición fuese resolutoria, se exigirá el impuesto desde luego, a reserva cuando la condición se cumpla, de hacer la oportuna devolución según la regla del apartado 1 anterior.

Sección 2ª. Período impositivo

Artículo 15.

El período de imposición comprende el número de años a lo largo de los cuales se pone de manifiesto el incremento del valor de los terrenos y se computará desde el devengo inmediato anterior del impuesto, con el límite máximo de veinte años.

Artículo 16.

En la posterior transmisión de los terrenos de naturaleza urbana a que se refieren los actos no sujetos se entenderá que el número de años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento del valor no se ha interrumpido por causa de dichos actos y, por tanto, se tomará como fecha inicial del periodo impositivo la del último devengo del impuesto anterior a los mismos.

No obstante, en los casos de no sujeción porque el contribuyente ha probado la inexistencia de incremento, se considerará como hito para determinar el periodo generacional en la siguiente transmisión.

Artículo 17.

En las adquisiciones de inmuebles en el ejercicio del derecho de retracto legal, se considerará como fecha de iniciación del período impositivo la que se tomó o hubo de tomarse como tal en la transmisión verificada a favor del retraído.

CAPÍTULO VIII. GESTIÓN DEL IMPUESTO

Sección 1ª. Obligaciones materiales y formales

Artículo 18.

Los sujetos pasivos están obligados a presentar ante el Ayuntamiento correspondiente o ante el Organismo delegado la declaración del impuesto. A la declaración se acompañará el documento en el que conste los actos o contratos que originan la imposición del impuesto, en los plazos siguientes:

En las transmisiones inter-vivos y en la constitución de derechos reales de goce, así como en las donaciones, dentro de los 30 días hábiles siguientes a aquel en que haya tenido lugar el hecho imponible.

En las transmisiones mortis-causa, dentro del plazo de seis meses a contar desde la fecha de fallecimiento del causante o, en su caso, dentro de la prórroga a que se refiere el párrafo siguiente.

Con anterioridad al vencimiento del plazo de seis meses antes señalado, el sujeto pasivo podrá instar la prórroga del mismo por otro plazo de hasta seis meses de duración, que se entenderá tácitamente concedido por el tiempo concreto solicitado.

Los sujetos pasivos que pretendan hacer valer la existencia del decremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana, y por tanto, la no sujeción de la transmisión, deberán presentar con la declaración del impuesto tanto el título anterior de adquisición original como el documento en el que conste el acto o contrato de transmisión final del inmueble.

En las adquisiciones o transmisiones a título lucrativo habrá de presentar los valores declarados a efectos del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones en los términos establecidos en el artículo 104.5 del TRLRHL.

Si el decremento no resulta suficientemente probado este Ayuntamiento o el Organismo delegado practicará liquidación definitiva que notificará al sujeto pasivo del impuesto, sin perjuicio del derecho que le asiste de interponer el correspondiente recurso de reposición.

3.- Los sujetos pasivos que, en aplicación del artículo 107.5 del TRLRHL, pretendan hacer valer que la base imponible calculada según la ganancia obtenida es inferior al cálculo de la base imponible calculada mediante la fórmula de cálculo objetiva del artículo 107.1 al 4 del del TRLRHL, deberá aportar en el momento de la declaración del impuesto, tanto el título anterior de adquisición original como el documento en el que conste el acto o contrato de transmisión final del inmueble.

En las adquisiciones o transmisiones a título lucrativo habrá de presentar los valores declarados a efectos del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones en los términos establecidos en el artículo 104.5 del TRLRHL.

En caso de aportar la documentación acreditativa correspondiente, le resultará de aplicación la fórmula de cálculo por estimación directa, siempre que le resulte más beneficiosa.

4.- Los pactos que los sujetos pasivos efectúen en escritura pública o cualquier otro documento para trasladar el pago del impuesto a un tercero no surtirá efecto frente a la Administración, y la liquidación se emitirá al sujeto pasivo del impuesto con indicación del plazo de ingreso y expresión de los recursos procedentes.

5.- En el supuesto de que la documentación aportada fuera insuficiente para la correcta liquidación del impuesto, se requerirá al sujeto pasivo para que en el plazo máximo de 10 días presente aquella que fuere necesaria.

En caso de no ser atendido este requerimiento, se practicará la liquidación con los medios de que disponga esta Administración aplicándose la fórmula de cálculo objetiva prevista en el artículo 107.1 al 4 del TRLRHL.

Artículo 19.

Con independencia de lo dispuesto en el artículo anterior, están igualmente obligados a comunicar al Ayuntamiento o al Organismo delegado la realización del hecho imponible en los mismos plazos que los sujetos pasivos:

En los negocios jurídicos entre vivos a título lucrativo, el donante o la persona que constituya o transmita el derecho real de que se trate.

En los negocios jurídicos entre vivos a título oneroso, el adquirente o persona a cuyo favor se constituya o transmita el derecho real de que se trate.

La comunicación contendrá como mínimo, los datos siguientes: lugar y notario autorizante de la escritura, número de protocolo y fecha de la misma, o los identificativos suficientes en caso de no tratarse de documentos notariales; nombre y apellidos o razón social del transmitente y del adquirente, DNI o NIF de estos, y su domicilio; nombre y apellidos y domicilio del representante, en su caso; situación del inmueble, participación adquirida y cuota de copropiedad si se trata de finca en régimen de división horizontal.

Artículo 20.

Asimismo, según lo establecido en el artículo 110.7 del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, los notarios estarán obligados a remitir al Ayuntamiento o al Organismo delegado, dentro de la primera quincena de cada trimestre, relación o índice comprensivo de todos los documentos por ellos autorizados en el trimestre anterior, en los que se contengan hechos, actos o negocios jurídicos que pongan de manifiesto la realización del hecho imponible de este impuesto, con excepción de los actos de última voluntad. También estarán obligados a remitir, dentro del mismo plazo, relación de los documentos privados comprensivos de los mismos hechos, actos o negocios jurídicos, que les hayan sido presentados para conocimiento o legitimación de firmas. Lo prevenido en este apartado se entiende sin perjuicio del deber general de colaboración establecido en la Ley General Tributaria.

Sección 2ª. Liquidación del impuesto

Artículo 21.

A la vista de la declaración presentada, el Ayuntamiento de BEDMAR Y GARCÍEZ o el Organismo delegado podrá dictar la liquidación provisional que proceda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 101.1 de la ley 58/2003, General Tributaria. Las liquidaciones se notificarán íntegramente a los sujetos pasivos con indicación del plazo de ingreso y expresión de los recursos procedentes.

Sección 3ª. Infracciones y sanciones

Artículo 22.

En todo lo relativo a la calificación de las infracciones tributarias así como a la determinación de las sanciones que por las mismas correspondan en cada caso, se aplicará el régimen regulado en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, disposiciones que la complementen y desarrollen, y en la Ordenanza Fiscal General de Gestión, Recaudación e Inspección.

Sección 4ª Inscripción de la transmisión en el Registro de la Propiedad

Artículo 23

Será requisito previo a la inscripción en el Registro de la Propiedad de los hechos, actos o negocios jurídicos, la presentación de la correspondiente declaración del impuesto a que se refieren la presente ordenanza, de conformidad con el artículo 254.5 de la Ley Hipotecaria, texto refundido según decreto de 8 de febrero de 1946.

DISPOSICIÓN ADICIONAL.

Las modificaciones o actualizaciones producidas por la Ley de Presupuestos Generales del Estado o cualquier otra norma de rango legal que afecten a cualquier elemento del presente impuesto serán de aplicación automática dentro del ámbito de esta Ordenanza.

DISPOSICIÓN FINAL

La presente Ordenanza Fiscal, una vez aprobada en pleno por este Ayuntamiento, entrará en vigor y comenzará a aplicarse a partir del día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia, permaneciendo en vigor hasta su modificación o derogación expresa.

   Sometido el asunto a votación resulta aprobado por unanimidad de los Sres. Concejales presentes, conforme al art.17 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, acordándose lo siguiente:

1. Aprobar inicialmente la Ordenanza.

2. Someterla durante el plazo de 30 días hábiles al trámite de información pública mediante edictos en el Tablón de Anuncios del Ayuntamiento y Boletín Oficial de la Provincia a efectos de reclamaciones y sugerencias.

3. Considerarla definitivamente aprobada de no presentarse ninguna entrando en vigor con la publicación íntegra de su texto en el Boletín Oficial de la Provincia.

4. De presentarse reclamaciones o sugerencias, se elevarían al Pleno para su posterior resolución.

4º) APROBACIÓN INICIAL DE LA ORDENANZA FISCAL REGULADORA DEL PRECIO PÚBLICO POR SUMINISTRO DE RECARGA ELÉCTRICA EN PUNTOS DE RECARGA MUNICIPALES.

Se somete a consideración del Pleno el texto de la misma que es como sigue:

“ORDENANZA REGULADORA DEL PRECIO PÚBLICO DE  PUNTOS DE RECARGA PARA VEHÍCULOS ELÉCTRICOS DEL AYUNTAMIENTO DE BEDMAR Y GARCÍEZ Y NORMAS DE USO Y GESTIÓN.

PREÁMBULO

La Constitución Española en su artículo 45 proclama el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo y encomienda a los poderes públicos a velar por una utilización racional de los recursos naturales con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente.

La Ley 34/2007 del 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección Atmosférica tiene por objeto la prevención, vigilancia y reducción de la contaminación atmosférica.

La Directiva 2009/33/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2009, relativa a la promoción de vehículos de transporte por carretera limpios y energéticamente eficientes estableció una serie de criterios relacionados con la compra de vehículos limpios y eficientes por las administraciones públicas.

Desde la adopción de la Convención Marco de la Organización de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) en 1992, las partes se han reunido al menos una vez al año para continuar con la implementación de la Convención, a la cual asisten alrededor de 200 países y que supone la mayor iniciativa mundial para reducir la emisión de gases de efecto invernadero (GEI) y frenar el calentamiento global. Así durante la XXI Conferencia sobre Cambio Climático (COP 21) para celebrar el Día de la Tierra, se firmó el histórico Acuerdo de París por los 195 países miembros, el 12 de diciembre de 2015 y abierto para firma el 22 de abril de 2016.

El Acuerdo de Paris estableció medidas para la reducción de las emisiones de Gases de Efecto Invernadero (GEI) a través de la mitigación, adaptación y resiliencia de los ecosistemas a efectos del Calentamiento Global, su aplicabilidad sería para el año 2020, cuando finalizara la vigencia del Protocolo de Kioto.

La última cumbre (COP24) se celebró en la ciudad polaca de Katowice hasta el 14 de diciembre de 2018. Esta nueva Cumbre es clave para diseñar los instrumentos que permitan abordar de forma efectiva y eficiente el cumplimiento de los objetivos climáticos.

El reciente informe anual del Foro Económico Mundial (World Economic Forum, WEF), también llamado Foro de Davos, considera la falta de ambición en mitigación y adaptación al cambio climático y los fenómenos meteorológicos extremos como amenazas de mayor magnitud para la economía global, en parecido sentido el Nuevo Pacto Verde que pondrá en marcha la Comisión Europea.

El Gobierno de España en Consejo de Ministros del 21 de enero de 2020 ha aprobado la Declaración ante la Emergencia Climática y Ambiental en España, en el que se compromete a adoptar 30 líneas de acción prioritarias, para combatir el cambio climático con políticas transversales. En respuesta al consenso generalizado de la comunidad científica que reclama acción urgente para salvaguardar el medio ambiente, la salud y la seguridad de la ciudadanía. Medias alineadas con la Agenda 2030 y los diecisiete objetivos para el desarrollo sostenible (ODS) de la Organización de Naciones Unidas.

Se calcula que un 23% de todas las emisiones de gases de efecto invernadero, como el CO2, proceden de la quema de combustibles fósiles que proceden, entre otros, del sector del transporte. Afrontar el reto de reto de abastecer a los medios de transporte con energía limpia, determina el importante papel que el uso de vehículos eléctricos supondrá en la lucha contra el cambio climático.

La movilidad urbana sostenible constituye uno de los retos prioritarios que nuestras ciudades deben afrontar, junto con la necesidad de que los ciudadanos respiren un aire más limpio, menor impacto acústico en nuestras calles, mayores espacios públicos y zonas verdes para disfrutar de la ciudad.

España es uno de los países europeos más vulnerables al cambio climático y es necesario ser conscientes de que las emisiones asociadas a los vehículos de combustión afectan negativamente a la calidad del aire, agravando y acelerando el cambio climático y mermando la calidad de vida en general de las personas. Lo que además supone un impacto muy significativo en la calidad de vida de las ciudades, lo que lleva necesariamente a incentivar más intensamente la implantación de sistemas de movilidad más sostenibles a través de los cuales se pueda reducir drásticamente las emisiones de CO2 y los gases de efecto invernadero.

El desarrollo tecnológico creciente permitirá avanzar hacia un sistema eléctrico cien por cien renovable, la sustitución de los vehículos de combustión por vehículos eléctricos se perfila como una de las mejores alternativas para reducir las emisiones de CO2, principal causante del efecto invernadero. Siendo en los núcleos urbanos donde el vehículo eléctrico ofrece grandes ventajas a sus usuarios, y para incentivar su utilización sin embargo, el Ayuntamiento de Bedmar y Garcíez pretende asumir un compromiso estratégico para planificar actuaciones útiles y con un impacto social positivo garantizando una mejora en la calidad de vida de los ciudadanos.

El Ayuntamiento de Bedmar y Garcíez asume el compromiso de promover una movilidad urbana sostenible, menos contaminante y más respetuosa con el medio ambiente, que permitirá ofrecer una mayor calidad de vida a los ciudadanos y visitantes de nuestra ciudad, constituyen la necesidad que ha justificado la elaboración de la presente Ordenanza respetando, además, en todo su articulado los principios de eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia que deben presidir el ejercicio de la potestad reglamentaria local.

            Dada la necesidad de incentivar y favorecer la reducción del consumo de combustibles fósiles, el Ayuntamiento de Bedmar y Garcíez recientemente ha instalado un Punto de Recarga doble para Vehículos Eléctricos de 22kW nominales, en Plaza de la Pililla del núcleo urbano de Bedmar (Bedmar y Garcíez, Jaén). dotado de los equipos e infraestructura precisos para que se puedan recargar vehículos eléctricos, pudiendo extenderse a otros puntos de recarga.
El Ayuntamiento de Bedmar y Garcíez, es consciente de la necesidad de regular el uso de los punto de recarga, para permitir su utilización para todas aquéllas personas titulares y usuarios de vehículos eléctricos interesadas en recargar sus vehículos, regulando sus derechos y obligaciones para la racionalización y mejor prestación del servicio público.

Las razones de interés general y fines perseguidos expuestos justifican la iniciativa de su regulación como medio de dotarla de seguridad jurídica, que es preceptiva además cuando se trata, como es el caso, de la primera puesta en funcionamiento de un nuevo servicio público, constituyen la necesidad que ha justificado la elaboración de la presente ordenanza, respetando además, los principios de eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia que deben presidir el ejercicio de la potestad reglamentaria local.

TÍTULO I. FINALIDAD DE LA ORDENANZA. INSTALACIONES. DEFINICIONES

Artículo 1. Naturaleza y finalidad del servicio. Objeto e instalaciones

1. Los puntos de recarga para vehículos eléctricos del Ayuntamiento de Bedmar y Garcíez es un bien de dominio público destinado al servicio público de recarga de vehículos eléctricos.

2. La presente Ordenanza tiene por finalidad la regulación, ordenación y control del uso privativo y temporal de los mismos.

 Habiendo un único punto de recarga doble a la fecha de aprobación de esta Ordenanza, se extenderá esta calificación a otros puntos de recarga que se hicieren a los cuales serán de aplicación esta Ordenanza.

Artículo 2.- Titularidad y gestión de la prestación del servicio

2.1 La titularidad de los puntos de recarga es del Ayuntamiento de Bedmar y Garcíez.

2.2 El servicio a que se refiere esta Ordenanza se prestará por gestión directa, en cualquiera de las formas admitidas en derecho, y previo el cumplimiento de los trámites legales en cada caso, se contratará la gestión a entidad con solvencia técnica mediante el procedimiento legalmente establecido.

Artículo 3.- Definiciones

1. Podrán utilizar la instalación fija de punto de recarga los vehículos de las siguientes categorías: bicicletas, patinetes, motocicletas, cuadriciclos, turismos comerciales de menos de 6.500 kg MMA, (masa máxima autorizada) y microbuses, y que a su vez, dispongan de las siguientes tecnologías:

Vehículos eléctricos puros (BEV): Son aquellos propulsados total y exclusivamente mediante motores eléctricos cuya energía, procede parcial o totalmente, de la electricidad de sus baterías, utilizando para su recarga la energía de una fuente exterior al vehículo, por ejemplo, la red eléctrica.

Vehículos eléctricos de autonomía extendida (REEV): Son aquellos propulsados total y exclusivamente mediante motores eléctricos cuya energía, procede parcial o totalmente, de la electricidad de sus baterías, utilizando para su recarga la energía de una fuente exterior al vehículo y que incorporan motor de combustión interna de gasolina o gasóleo para la recarga de las mismas.

Vehículos híbridos enchufables (PHEV): Aquellos propulsados total o parcialmente mediante motores de combustión interna de gasolina o gasóleo y eléctricos cuya energía, procede parcial o totalmente, de la electricidad de sus baterías, utilizando para su recarga la energía de una frente exterior al vehículo, por ejemplo, la red eléctrica. El motor eléctrico deberá estar alimentado con baterías cargadas desde una fuente de energía externa.

2. Otras definiciones.

a) Instalación de punto de recarga o estación de carga: Todos los equipos para suministrar corriente a vehículos eléctricos, instalados en un(as) envolvente(s), con funciones de control especiales y situados fuera del vehículo tal como se define en la norma UNE EN-61851-1. Los puntos de recarga podrán disponer de una o más tomas de carga.

b) Infraestructura de recarga: Conjunto de todos los dispositivos físicos y lógicos, destinados a la carga de vehículos eléctricos que cumplan los requisitos de seguridad y disponibilidad previstos para cada caso, con capacidad de prestar el servicio de carga de forma completa e integral. La infraestructura de carga incluye las estaciones de carga, el sistema de control, canalizaciones eléctricas, cuadros eléctricos de mando y protección y los equipos de medida, cuando éstos sean exclusivos para la carga de vehículos eléctricos. No se consideran parte de la infraestructura de carga los eventuales sistemas informáticos de tele-asistencia centralizados.

TÍTULO II.- CONDICIONES DEL PROCEDIMIENTO DE RESERVA Y CARGA. NORMAS DE USO.

Artículo 4.- Procedimiento de reserva y carga

4.1 Aplicación informática (APP), código de respuesta rápida (QR). El procedimiento de obtención de autorización para la utilización de los puntos de recarga se realizará por la persona usuaria a través del programa informático o aplicación informática (APP) accesible en la página web del Ayuntamiento de Bedmar y Garcíez, o descargándolo mediante empleo código de respuesta rápida (QR) accesible en la web municipal y en el punto de recarga, debiendo respetar las siguientes condiciones. 

Para la instalación inicial propuesta se utilizarán dos Puntos de Recarga de la marca WALLBOX, modelo COPPER. 

Estos Puntos de Recarga tienen las siguientes características: 

Acceso sencillo: permite el acceso de varios usuarios( con una tarjeta de identificación por sistemas digitales mediante pantalla con comandos fáciles.

Carga segura: Sensor de fugas de corriente continua,( integrado para proteger tus instalaciones de carga.  

Máxima flexibilidad: Incorpora una toma válida para las( mangueras de tipo 1 o 2.

 Los Puntos de Recarga contarán con una pasarela de pago segura para realizar el pago mediante tarjeta bancaria.

4.2 Recarga y carga del vehículo. Se recomienda que se acceda a la instalación cuando el vehículo disponga como mínimo de un 20% de batería.

Efectuada la reserva la persona usuaria deberá ubicar el vehículo dentro del perímetro señalizado, deberá hacer uso adecuado y responsable de los equipos y dispositivos. La recarga deberá efectuarse durante el tiempo autorizado en la reserva.

4.3. Tiempo máximo de recarga. El tiempo máximo de recarga es de tres horas, que podrá limitarse por razones de necesidad o cuando la intensidad de la demanda así lo requiriera.

4.4 Limitación del periodo de recarga. Por razones de necesidad o intensidad de demanda podrá limitarse el tiempo de recarga, con la obligación del usuario de retirar el vehículo a requerimiento del personal municipal de control de los puntos de recarga aún cuando no se haya completado la carga.

4.5 Finalización de la carga y retirada del vehículo. Finalizada la carga deberá retirarse el vehículo de forma inmediata por la persona usuaria.

4.6 Retirada del vehículo. Cuando el vehículo sobrepase durante más de treinta minutos el periodo máximo de recarga reservado, podrá ser retirado, inmovilizado mecánicamente o denunciado por los/as agentes de la Policía Local o personal autorizado. Los gastos del traslado y permanencia en el Depósito Municipal o de inmovilización del vehículo, deberán ser abonados por la persona que ostente la titularidad del vehículo o persona legalmente autorizada por aquella, en los términos previstos en la Ordenanza reguladora correspondiente.

Artículo 5. Normas de uso

5.1 Estacionamiento para recarga. El vehículo a recargar deberá estacionarse dentro del espacio delimitado y sentido destinado a la recarga, y accionar el freno de estacionamiento o similar.

En el espacio delimitado para recarga de vehículos no se puede estacionar, debiendo permanecer libre de obstáculos y a disposición de las personas usuarias mientras no esté siendo utilizada conforme a su finalidad.

5.2 Normas de seguridad. La persona usuaria de la recarga deberá respetar todas la normas de seguridad estipuladas por el fabricante del vehículo a recargar, así como las del fabricante de los equipos e instalaciones de los puntos de recarga municipal.

5.3 Uso responsable. La persona usuaria de los puntos de recarga municipal deberá utilizarlo responsablemente con el cuidado debido para el adecuado servicio público, no se podrán alterar ni manipular los elementos que componen los equipos e infraestructura, no se podrá forzar, doblar, pellizcar los cables, ni realizar acciones que los altere o dañe, no estando permitido su utilización para fin distinto al uso de recarga de vehículos eléctricos. 

Al finalizar la recarga la persona usuaria la persona usuaria deberá recoger correctamente el cable y colocar el conector en el espacio destinado para ello.

5.4 Indicaciones. Los usuarios de los puntos de recarga acatarán cualquier tipo de indicación que desde el Ayuntamiento se imparta para el cuidado y respeto de las instalaciones, todo ello con el fin de preservar el buen estado de los puntos de recarga municipal.

TÍTULO III.- PRECIO PÚBLICO POR SUMINISTRO DE RECARGA ELÉCTRICA EN PUNTOS DE RECARGA MUNICIPALES.1

Artículo 6.- Fundamento.
De conformidad con lo previsto en el artículo 127, en relación con el artículo 41, ambos del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, el Ayuntamiento de Bedmar y Garcíez, establece el precio público por el suministro de recarga eléctrica para vehículos eléctricos en estaciones de recarga municipal que se regirá por la presente Ordenanza.

Artículo 7.- Objeto.

Es objeto del presente precio público el suministro de recarga eléctrica del Ayuntamiento de Bedmar y Garcíeza los usuarios interesados en recargar su de vehículo eléctrico en puntos de recarga municipales.

Artículo 8.- Obligados al Pago.

Están obligados al pago del presente precio público los usuarios que realicen la carga de sus vehículos en los puntos de recarga de vehículos eléctricos municipales.

Artículo 9.- Cuantía.

La cuantía del precio público:

-Conexión para suministros de potencia <=22 KW         0.35 €/kWh

Artículo 10.- Normas de Gestión de Cobro.

Los interesados en recargar su vehículo eléctrico en los puntos de recarga municipales deberán acceder al suministro a través de las plataformas habilitadas, identificándose y utilizando la pasarela de pago del Ayuntamiento o entidades colaboradoras de la recaudación municipal.

TÍTULO IV. INSPECCIÓN, COMPETENCIA, PROCEDIMIENTO Y RÉGIMEN SANCIONADOR

Artículo 11. Potestad de inspección

El Ayuntamiento tiene la facultad de inspeccionar el cumplimiento de lo dispuesto en la presente

ordenanza y demás normativa vigente.

La Policía Local será competente de cuidar del cumplimiento de la presente ordenanza.

La contravención o incumplimiento los deberes, prohibiciones o limitaciones establecidas en la presente ordenanza, así como las disposiciones que en su desarrollo se dicten por la Alcaldía, tendrán la consideración de infracción; correspondiendo a la Policía Local ejercer las funciones de inspección y denuncia de las infracciones a la misma.

Artículo 12. Competencia y procedimiento sancionador

12.1 El órgano competente para iniciar y resolver el procedimiento sancionador será la Alcaldía- Presidencia del Ayuntamiento de Bedmar y Garcíez o por la Concejalía en que se haya delegado dicha competencia, previa incoación del oportuno expediente

12.2 El procedimiento sancionador se sustanciará con arreglo a lo previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento administrativo común.

Artículo 13. Infracciones

13.1 Constituyen infracciones a la presente ordenanza las siguientes conductas:

13.2 Faltas leves.

Ocupar plaza reservada para recarga de vehículos eléctricos sin tener reserva.
Estacionar ocupando más de una plaza reservada para recarga de vehículos eléctricos.
No retirar el vehículo transcurridos treinta minutos tras la finalización de la carga del vehículo.

No recoger el cable o no depositar el conector debidamente.
No atender a las indicaciones del personal encargado de los puntos de recarga en materia de estacionamiento, retirada del vehículo, uso del equipo o infraestructura de los puntos de recarga cuando no menoscaben los derechos de otros usuarios, o no impliquen daño o menoscabo del equipo o infraestructura del punto de recarga.

Las que contravengan las normas contenidas en la presente ordenanza y las disposiciones dictadas en su desarrollo que no se califiquen expresamente como graves.

13.3 Faltas graves.

Retrasar la recarga del siguiente usuario por no haber retirado el vehículo puntualmente tras la finalización de la recarga.

No retirar el vehículo transcurridas más de tres horas desde la finalización de la recarga manteniéndolo estacionado en la plaza reservada aunque no haya otro usuario con reserva.

Dañar negligentemente cualquiera de los elementos del equipo o instalación del punto de recarga.

No respetar la normas de seguridad estipuladas por el fabricante del vehículo, o las del fabricante de los equipos e instalaciones de los puntos de recarga municipal cuando de ello se derive perjuicio al servicio público, daños a los bienes de propiedad municipal, o perjudique a los derechos de terceros usuarios.

Haber sido sancionado por dos faltas leves en el plazo de un año.
13.4 Faltas muy graves.

Impedir en su totalidad la recarga del siguiente usuario por haber ocupado indebidamente durante todo el tiempo de la reserva.

La sustracción de cualquiera de los elementos del punto de recarga, equipo, instalación, o señalización.

Dañar intencionadamente cualquiera de los elementos del equipo o instalación del punto de recarga.

No respetar la normas de seguridad estipuladas por el fabricante del vehículo, o las del fabricante de los equipos e instalaciones de los puntos de recarga municipal cuando de ello se derive un accidente.

Incumplir las indicaciones que el Ayuntamiento estipule para el cuidado y preservación de la zona y para el respeto y buena vecindad con los ciudadanos.

Uso fraudulento del servicio del punto de recarga.
No identificar al presunto responsable de la infracción siendo requerido para ello por la Policía Local, Guardia Civil y demás agentes de la autoridad.

Haber sido sancionado por dos faltas graves en el plazo de un año.

Artículo 14. Sanciones

14.1 Las infracciones a esta Ordenanza darán lugar a la imposición de las siguientes sanciones:

Las infracciones leves se sancionarán con multa de 100 euros.

Las infracciones graves se sancionarán con multa de 200 euros.

Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de 500 euros y la sanción complementaria de la prohibición del uso de los puntos de recarga durante tres meses.

14.2 Las sanciones de carácter únicamente pecuniario por infracciones a esta ordenanza, podrán beneficiarse de reducciones previstas en la legislación vigente

Artículo 15. Medidas cautelares

15.1 Se procederá a la inmovilización o retirada del vehículo de la vía pública con el que se hubiere cometido la infracción en los supuestos contemplados en la presente ordenanza y legislación vigente, pudiéndose ordenar la retirada por el servicio municipal de grúa y depósito del vehículo en el lugar autorizado para ello, con aplicación al infractor de las disposiciones que correspondan de acuerdo con la Ordenanza municipal reguladora de este servicio de grúa.

15.2 Cuando la persona infractora no acredite su residencia habitual en territorio español, el agente denunciante fijará provisionalmente la cuantía de la multa y de no depositarse su importe o garantizar su pago por cualquier medio admitido en derecho, procederá a la inmovilización del vehículo.

Artículo 15. Personas responsables

Será responsable la persona autora de la conducta en que consista la infracción; y en su caso, la persona titular o arrendataria del vehículo, quienes tienen el deber de identificar verazmente a la persona responsable de la infracción.

Cuando las actuaciones constitutivas de la infracción sean cometidas por varias conjuntamente, y no

sea posible determinar el grado de participación de cada una, responderán todas de forma solidaria, conforme lo establecido en la legislación de procedimiento administrativo común.

Igualmente serán responsables solidarios de los daños las personas físicas o jurídicas sobre las que

recaiga el deber legal de prevenir las infracciones administrativas que otros puedan cometer.

TÍTULO V. REPOSICIÓN E INDEMNIZACIÓN

Artículo 16. Reposición e indemnización

Con independencia de las sanciones que puedan imponerse por las conductas tipificadas en esta Ordenanza, el infractor estará obligado a la restitución y reposición de los bienes a su estado anterior, con la indemnización de los daños y perjuicios causados. A tal efecto, el Ayuntamiento, previa tasación por los servicios técnicos competentes, determinará el importe de la reparación, que le será comunicado al infractor o a quien deba responder por él para su pago en el plazo que se establezca.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Habilitación para el desarrollo y adecuación. Se faculta expresamente a la Alcaldía- Presidencia para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente ordenanza y las que resulten necesarias para su aclaración, interpretación y mejor aplicación, sin que tal facultad comprenda la modificación de la misma, y en particular las características técnicas de futuros puntos de recarga.

Segunda. Jerarquía normativa. La promulgación y entrada en vigor con posterioridad al inicio de la

vigencia de esta ordenanza de normas con rango superior que afecten a las materias que regula determinará la aplicación automática de dichas normas, sin perjuicio de la posterior adaptación de la

presente ordenanza.

Tercera. Otros puntos de recarga eléctrica. Se regirán por la presente Ordenanza otros puntos de recarga eléctrica de automóviles que se habilitaran en el futuro.

Cuarta. Vigencia. La presente ordenanza entrará en vigor, una vez aprobada definitivamente por el Ayuntamiento de Bedmar y Garcíez y al día siguiente de publicado su texto en el Boletín Oficial de la Provincia.

ANEXO: UBICACIÓN DEL PUNTO DE RECARGA.-

 El punto de recarga municipal está ubicado en Punto de Recarga doble para Vehículos Eléctricos de 22kW nominales, en Plaza de la Pililla del núcleo urbano de Bedmar (Bedmar y Garcíez, Jaén).

  Se pintan dos aparcamientos en hilera, con unas dimensiones de 2,50m de ancho y 5,00m de largo. Se instalará un monolito de Puntos de Recarga, con dos tomas. Se coloca un armario estanco en el que se instalarán las protecciones. Desde este Cuadro de Mando y protección está ejecutada una canalización enterrada formada por tubo de polietileno. 

Por parte del Sr.Contreras se manifiesta su acuerdo a la Ordenanza pero pregunta por el precio establecido de 0,35 euros que le parece elevado en comparación con otros precios que ha visto en otras ordenanzas. Por la Alcaldía se contesta que ese precio incluye el IVA y que se ha consultado con otros Ayuntamientos y con la empresa especializada siendo ese el precio conveniente. Asimismo, el precio es un monto inicial y que se irá revisando en función del coste del servicio rebajándose o aumentándose según evolucione tal coste.

Por parte del Sr.Serrano se pone en valor que esta intervención ofrece una modernización a los servicios del municipio prestando un apoyo a los nuevos adelantos tecnológicos. Agradece la subvención otorgada por la Diputación que ha hecho posible financiar este punto de instalación a través de una subvención. Y por último cree que se debe hacer una campaña de sensibilización hacia el ciudadano para concienciar de la importancia de esta nueva fuente de energía para los automóviles y sus beneficios.

   Sometido el asunto a votación resulta aprobado por unanimidad de los Sres. Concejales presentes, conforme al art.17 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, acordándose lo siguiente:

1. Aprobar inicialmente la Ordenanza.

2. Someterla durante el plazo de 30 días hábiles al trámite de información pública mediante edictos en el Tablón de Anuncios del Ayuntamiento y Boletín Oficial de la Provincia a efectos de reclamaciones y sugerencias.

3. Considerarla definitivamente aprobada de no presentarse ninguna entrando en vigor con la publicación íntegra de su texto en el Boletín Oficial de la Provincia.

4. De presentarse reclamaciones o sugerencias, se elevarían al Pleno para su posterior resolución.

5º) ACUERDO DE CREACIÓN DE LA AGRUPACIÓN DE ENTIDADES LOCALES “SIERRA MÁGINA Y MONTES ORIENTALES”EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

Se somete a consideración del Pleno el texto de dicho acuerdo que es como sigue:

ACUERDO DE CREACIÓN DE LA AGRUPACIÓN DE ENTIDADES LOCALES “SIERRA MÁGINA Y MONTES ORIENTALES”

En Noalejo, a 3 de enero de 2022

REUNIDOS

D. Diego Fernández Muñoz, mayor de edad, con N.I.F. 25982374X en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE ALBANCHEZ DE MÁGINA con C.I.F. P2300100A y domicilio en Plaza de la Constitución 1, 23538 Albanchez de Mágina (Jaén).

D. Pablo Ruiz Amezcua, mayor de edad, con N.I.F. 77353631P, en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE BEDMAR Y GARCÍEZ, con C.I.F. P2301300F y domicilio en Plaza de la Constitución 1, 23537 Bedmar y Garcíez (Jaén).

D. Pedro Justicia Herrera, mayor de edad, con N.I.F. 26015576T en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE BÉLMEZ DE LA MORALEDA, con C.I.F. P2301500A y domicilio en Calle Concejo 8, 23568 Bélmez de la Moraleda (Jaén).

D. Francisco Javier Justicia Gómez, mayor de edad, con N.I.F. 75014079Q, en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CABRA DEL SANTO CRISTO, con C.I.F. P2301700G y domicilio en Plaza de la Constitución 1, 23550 Cabra del Santo Cristo (Jaén).

D. Camilo Torres Cara, mayor de edad, con N.I.F. 26039907C en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CAMBIL, con C.I.F. P2301800E y domicilio en Plaza de la Constitución s/n, 23120 Cambil (Jaén).

D. Juan Francisco Figueroa Ruiz, mayor de edad, con N.I.F. 75020905B en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CAMPILLO DE ARENAS, con C.I.F. P2301900C y domicilio en Plaza de Andalucía, 22, 23130 Campillo de Arenas (Jaén).

D. José Aguilar Bailón, mayor de edad, con N.I.F. 42973946X en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CAMPOTÉJAR, con C.I.F. P1803900H y domicilio en Plaza Ayuntamiento 10, 18565 Campotéjar (Granada).

D. Enrique Puñal Rueda, mayor de edad, con N.I.F. 25979217G, en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CÁRCHELES, con C.I.F. P2302300E y domicilio en Plaza Constitución 8, 23192 Cárcheles (Jaén).

D. Eloy Vera Utrilla, mayor de edad, con N.I.F. 74668462C en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE DOMINGO PÉREZ, con C.I.F. P4505800E y domicilio en Calle la Huerta 1, 18567 Domingo Pérez (Granada). 

D. Francisco Manuel Ruiz García, mayor de edad, con N.I.F. 75021893X, en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE HUELMA, con C.I.F. P2304400A y domicilio en Plaza de España 1, 23560 Huelma (Jaén).

D. Francisco Ruiz Sannicolás, mayor de edad, con N.I.F. 77374116T en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE JIMENA, con C.I.F. P2305200D y domicilio en Plaza de la Constitución 1, 23530 Jimena (Jaén).

Dª. María Teresa García Gómez, mayor de edad, con N.I.F. 75101143W, en calidad de Alcaldesa-Presidenta del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE JÓDAR, con C.I.F. P2305300B, y domicilio en Plaza de España 1, 23500 Jódar (Jaén).

Dª. María de los Ángeles Leiva López mayor de edad, con N.I.F. 75120934J, en calidad de Alcaldesa-Presidenta del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE LARVA con C.I.F. P2305400J y domicilio en Paseo de Andalucía, 8, 23591 Larva (Jaén).

Dª. Francisco Javier Jiménez Árbol, mayor de edad, con N.I.F. 44279039Z, en calidad de Alcaldesa-Presidenta del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE MONTEJÍCAR con C.I.F. P1813800H y domicilio en Plaza de la Constitución 1, 18561 Montejícar (Granada).

Dª. María Irene Cano Villegas, mayor de edad, con N.I.F. 24258933M, en calidad de Alcaldesa-Presidenta del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE MONTILLANA con C.I.F. P1813900F y domicilio en Plaza de Andalucía s/n, 18569 Montillana (Granada).

D Antonio Morales Torres, mayor de edad, con N.I.F. 75017988S, en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE NOALEJO con C.I.F. P2306400I, y domicilio en Plaza de España 1, 23140 Noalejo (Jaén).

D. Manuel Carrascosa Torres, mayor de edad, con N.I.F. 77331195C en calidad de Alcalde-Presidente del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE PEGALAJAR, con C.I.F. P2306700B y domicilio en Plaza de la Constitución, 1, 23110 Pegalajar (Jaén).

Dª. María Cleofé Vera García, mayor de edad, con N.I.F. 76439228Q en calidad de Alcaldesa-Presidenta del EXCMO. AYUNTAMIENTO DE TORRE CARDELA, con C.I.F. P1818100H y domicilio en Plaza Santo Cristo 1, Torre-Cardela (Granada).

(en adelante, los firmantes)

Todos/as ellos/as en uso de las competencias atribuidas por la legislación de Régimen Local, en concreto, por el artículo 21 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Reconociéndose mutuamente la capacidad, la representación y la legitimación necesarias para formalizar este Acuerdo de Colaboración,

EXPONEN 

1. Que el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana (MITMA) ha elaborado la Agenda Urbana Española (AUE), documento estratégico, sin carácter normativo, y por tanto de adhesión voluntaria, que, de conformidad con los criterios establecidos por la Agenda 2030, la nueva Agenda Urbana de las Naciones Unidas y la Agenda Urbana para la Unión Europea, persigue el logro de la sostenibilidad y el enfoque integrado de las políticas de desarrollo urbano. La AUE constituye un método de trabajo y un proceso para todos los actores, públicos y privados, que intervienen en las ciudades y que buscan un desarrollo equitativo, justo y sostenible desde sus distintos campos de actuación, para que puedan elaborar sus propios planes de acción a nivel local.

2. Que el MITMA publicó el pasado mes de septiembre, en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, la primera convocatoria de ayudas directas a Entidades Locales para impulsar el desarrollo de proyectos piloto que faciliten la implementación de la AUE y sirvan como ejemplo y/o guía para otros municipios. (Orden TMA/957/2021, de 7 de septiembre, por la que se aprueban las bases reguladoras de la concesión de ayudas para la elaboración de proyectos piloto de planes de acción local de la Agenda Urbana Española y la convocatoria para la presentación de solicitudes para la obtención de las subvenciones por el procedimiento de concurrencia competitiva.)

3. Que los Ayuntamientos firmantes comparten los objetivos y finalidades propuestos por la AUE y el resto de acuerdos internacionales que la preceden, y están interesados en su implementación. A tal efecto, han decidido, en el ámbito de sus competencias, iniciar los trabajos para la elaboración del PLAN DE ACCIÓN LOCAL DE LA AGENDA URBANA ESPAÑOLA DE LAS COMARCAS DE SIERRA MÁGINA (JAÉN) Y DE LOS MONTES ORIENTALES (GRANADA) (en adelante, el Plan de Acción), en aplicación de la metodología de trabajo y el enfoque transversal, estratégico y holístico propuestos por la AUE.

4. Que los Ayuntamientos firmantes manifiestan su voluntad de concurrir a la próxima convocatoria de ayudas del MITMA, a fin de contar con la financiación necesaria para la elaboración del Plan de Acción y, en consecuencia, de suscribir un protocolo de colaboración con el MITMA por el que el Plan de Acción sea considerado como proyecto piloto de la AUE y pueda servir de guía y orientación a otras agrupaciones similares que deseen embarcarse en este proceso.

5. Que los Ayuntamientos firmantes del presente Acuerdo están elaborando de forma conjunta la ESTRATEGIA DE DIGITALIZACIÓN Y TRANSICIÓN ECOLÓGICA DE LAS COMARCAS DE SIERRA MÁGINA (JAÉN) Y DE LOS MONTES ORIENTALES (GRANADA) (en adelante, EDTE), que tiene por objeto definir proyectos concretos financiables en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR), tendentes a hacer frente a los problemas estructurales del territorio y sentar las bases de un nuevo modelo de desarrollo sostenible.

6. Que la EDTE constituye el primer documento base para la elaboración del Plan de Acción Local de la Agenda Urbana Española, por lo que se está elaborando siguiendo la metodología de trabajo propuesta por la AUE, en particular en lo que respecta al uso de indicadores descriptivos de contexto, al análisis diagnóstico del territorio y a la fijación de objetivos estratégicos, si bien se circunscribe a los ámbitos de intervención de las políticas del PRTR que se implementarán a nivel local.

7. Que la ejecución de la EDTE y la definición e implementación del Plan de Acción de la AUE requieren la implicación formal de todos los Ayuntamientos para garantizar el impacto real de los proyectos y actuaciones previstos.

Así pues, considerando los firmantes que la agrupación de entidades locales es la fórmula idónea para asegurar la definición, gestión e implementación eficaces del Plan de Acción Local de la Agenda Urbana Española, suscriben el presente Acuerdo de Colaboración con arreglo a las siguientes

ESTIPULACIONES

Primera. Objeto.

Es objeto del presente Acuerdo la creación de la Agrupación de Entidades Locales “Sierra Mágina y Montes Orientales” (en adelante, la Agrupación), de acuerdo con lo establecido en el artículo 11.3 de la Ley General de Subvenciones y en el artículo 67.2 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, a fin de concurrir a la convocatoria de ayudas 2022 del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana (MITMA) para la elaboración de proyectos piloto de planes de acción local de la Agenda Urbana Española.

Este Acuerdo está condicionado a que la Agrupación sea declarada entidad beneficiaria de dichas ayudas por resolución de concesión definitiva.

Segunda. Compromisos de la Agrupación.

Los miembros de la Agrupación se comprometen a:

- Elaborar, en el marco de la Agrupación, un mismo Plan de Acción Local, de conformidad con la metodología de la Agenda Urbana Española (AUE), cuyo objeto sea la defensa de los intereses territoriales, culturales, sociales, medioambientales y económicos que comparten los municipios integrantes de la Agrupación.

- Poner a disposición del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana el Plan de Acción aprobado definitivamente, para que éste permita su conocimiento generalizado a través de la página web de la Agenda Urbana Española.

- Remitir al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana la información derivada del seguimiento y la evaluación del citado Plan de Acción, mediante el sistema de indicadores propuesto por la Agenda Urbana, al menos cada tres años durante el tiempo de vigencia del mismo.

Tercera. Organización interna de la Agrupación.

La estructura organizativa de la Agrupación comprende los siguientes órganos de gobierno, encargados de la gestión de la Agrupación y de los proyectos e intervenciones que la misma ejecute:

- Comité de Gestión, como principal órgano de toma de decisiones. 

- Entidad Coordinadora, cuyo representante legal actuará como representante y apoderado único de la Agrupación.

Cuarta. Comité de Gestión de la Agrupación.

El Comité de Gestión será el órgano encargado de adoptar las decisiones relativas a la gestión de la Agrupación y al cumplimiento de las obligaciones estipuladas en el presente Acuerdo, y en particular a la elaboración del Plan de Acción y la ejecución de los proyectos que lo integren.

Estará integrado por las siguientes personas:

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de ALBANCHEZ DE MÁGINA, D. Eufrasio León Amezcua.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de BEDMAR Y GARCÍEZ, D. Pablo Ruiz Amezcua.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de BÉLMEZ DE LA MORALEDA, D. Pedro Justicia Herrera.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de CABRA DEL SANTO CRISTO, Dª. Laura Justicia Balboa.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de CAMBIL, D. Camilo Torres Cara.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de CAMPILLO DE ARENAS, D. Belén Román Milla.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de CAMPOTÉJAR, Dª. María Teodora Rosillo Lozano.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de CÁRCHELES, D. Enrique Puñal Rueda.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de DOMINGO PÉREZ Dª. Verónica García Molina.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de HUELMA, D. Francisco Manuel Ruiz García.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de JIMENA Dª. Francisco Ruiz Sannicolás.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de JÓDAR, D. Miguel Ángel Yanes Puga.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de LARVA Dª. Francisca Isabel Millán Expósito

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de MONTEJÍCAR Dª. María Coral Ayas Iglesias.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de MONTILLANA Dª. Yolanda Aguilar Sánchez.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de NOALEJO, D. Manuel Rafael Ruiz Enriquez.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de PEGALAJAR Dª. Amalia Cobo Ríos.

- por parte del Excmo. Ayuntamiento de TORRE CARDELA Dª. María Dolores Martínez Martínez.

Al Comité de Gestión le corresponderá el desempeño de las siguientes funciones: 

a) Llevar a cabo un seguimiento técnico-económico del progreso de elaboración del Plan de Acción y de la ejecución de los proyectos que se desarrollen en el marco del mismo.

b) Planificar y realizar el seguimiento de las actividades enmarcadas en el proceso participativo y en el plan de comunicación del proyecto.

c) Analizar las desviaciones sobre la planificación prevista y proponer acciones correctoras.

d) Decidir sobre la introducción de cambios en las condiciones técnico-económicas del Plan y sus proyectos, tales como cambios en la distribución del presupuesto y en los periodos de ejecución y justificación.

e) Proponer, aprobar y suscribir los correspondientes acuerdos de colaboración con las instituciones, agentes socioeconómicos y representantes de la sociedad civil que participen en la elaboración y/o ejecución del Plan de Acción.

f) Decidir los modelos de gobernanza que regirán la ejecución de los proyectos enmarcados en el Plan de Acción.

g) Aprobar los pliegos de prescripciones administrativas y técnicas que habrán de regir la contratación externa de las actividades del proyecto que se decida subcontratar.

h) Decidir sobre cambios sustanciales o enmiendas de los términos de este Acuerdo y sus Anexos.

i) Evaluar el estado de cumplimiento de las obligaciones de cada miembro, designación de un miembro como socio incumplidor y propuesta de indemnizaciones.

j) Decidir la entrada de miembros y su incorporación a este Acuerdo de Agrupación.

k) Decidir sobre la exclusión y/o sustitución de un miembro.

l) Gestionar los conflictos y proponer soluciones en la interpretación del Acuerdo de Agrupación.

m) Gestionar conflictos sobre la propiedad de los resultados y proponer soluciones.

n) Decidir sobre un cambio de la Entidad Coordinadora.

Todas las decisiones mencionadas anteriormente que afecten a la documentación entregada al MITMA deberán ser reflejadas en un documento de propuesta de cambio y aprobadas por el mismo antes de ser ejecutadas.

El Comité de Gestión se reunirá al menos dos veces al año, previa convocatoria remitida a los miembros por la Entidad Coordinadora, con al menos quince (15) días de antelación, acompañada del orden del día propuesto. Éste quedará aceptado salvo que alguno de los miembros notifique por escrito a la Entidad Coordinadora algún punto adicional a tratar, con al menos cuatro (4) días de antelación a la fecha de la reunión. Durante la celebración de la reunión, los miembros, por unanimidad, podrán aprobar la inclusión de asuntos adicionales en el orden del día.

Los representantes del Comité de Gestión tendrán la posibilidad de mantener la reunión mediante videoconferencia o audioconferencia en lugar de celebrar una reunión presencial. 

Los borradores de actas de las reuniones del Comité de Gestión serán remitidos por la Entidad Coordinadora a los representantes del Comité de Gestión, normalmente por correo electrónico con confirmación de entrega o por cualquier otro medio de comunicación fehaciente, en un plazo no superior a quince (15) días de la fecha de reunión correspondiente. Desde la fecha de recepción de dichos borradores, existirá un plazo de diez (10) días para remitir, normalmente por el medio citado, los comentarios que se estimen oportunos a dichas actas y que serán reflejados, en su caso, en una nueva versión del borrador del acta. Transcurrido el plazo citado sin comentarios, el borrador se considerará aceptado y se procederá al envío del acta en su versión final a los miembros del Comité.

El Comité de Gestión también podrá reunirse en cualquier otro momento que fuera necesario, a petición de cualquiera de sus miembros.

Las decisiones se tomarán por mayoría cualificada (2/3 de los votos), teniendo cada parte un voto. Las partes declaradas por el Comité de Gestión como incumplidoras perderán su capacidad de voto hasta la subsanación del incumplimiento.

Las decisiones serán vinculantes para todos los miembros, sin perjuicio del sometimiento de las disputas que puedan surgir a la jurisdicción competente, con arreglo a las previsiones contenidas en la ESTIPULACIÓN DÉCIMA.

En cualquier caso, ninguna de las decisiones tomadas por el Comité de Gestión podrá contravenir lo estipulado en la convocatoria de ayudas ni en la orden de bases reguladoras, ni en el resto de normativa de aplicación.

Cuando un miembro pueda demostrar que su propio trabajo, sus costes, responsabilidades, derechos de propiedad intelectual o intereses legítimos se puedan ver seriamente afectados por una decisión del Comité de Gestión, podrá ejercer un derecho de veto con respecto a la decisión o parte pertinente de la decisión.

Cuando la decisión se encuentre prevista en el orden del día original de la reunión, el derecho de veto puede ejercitarse solamente durante la reunión. Cuando una decisión se haya tomado sobre un nuevo elemento añadido al orden del día, antes o durante la reunión, un miembro puede vetar esa decisión durante la reunión y en el plazo de quince (15) días después de la remisión del acta de la reunión.

En caso de ejercicio del derecho de veto, los miembros del Comité de Gestión harán todo lo posible para resolver el problema que ocasionó el veto, con vistas a la satisfacción general de todos sus miembros.

Los miembros no podrán vetar las decisiones relativas a su identificación como parte incumplidora. Una parte declarada como incumplidora no podrá vetar las decisiones relativas a su participación y la terminación en la Agrupación.

Una parte que solicite abandonar la Agrupación no podrá vetar las decisiones relativas a la misma.

Quinta. Entidad Coordinadora y representante único de la Agrupación.

Los firmantes acuerdan que la Entidad Coordinadora sea el Excmo. Ayuntamiento de NOALEJO, representado por su Alcalde-Presidente, y que éste represente a la Agrupación a los solos efectos del cumplimiento de las obligaciones de cada uno de ellos ante la Administración, y con arreglo a las previsiones contenidas en el artículo 11.3 y concordantes de la Ley General de Subvenciones.

El Sr. Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de NOALEJO actuará como representante y apoderado único de la Agrupación, con poderes bastantes para cumplir las obligaciones que, como entidad beneficiaria, correspondan a la Agrupación. En particular, se encargará de:

a) Presentar la solicitud de la ayuda, que deberá diferenciar los compromisos de ejecución de cada miembro de la Agrupación, el importe de la subvención a aplicar a cada uno de ellos, así como las actuaciones y el presupuesto correspondiente a cada uno.

b) Actuará como interlocutor único entre la Agrupación y el MITMA.

c) Recabará de cada miembro toda la información exigible o requerida por el Ministerio, y en particular la relativa a la justificación de la subvención.

d) Recibirá el pago de la subvención, y la distribuirá entre los miembros de la Agrupación, de acuerdo con el grado de participación de cada uno en la misma.

El Comité de Gestión podrá proponer un cambio de la Entidad Coordinadora del proyecto, estando en todo caso la efectividad del referido cambio sujeta a la preceptiva autorización del organismo financiador.

Corresponderán también a la Entidad Coordinadora las siguientes funciones:

a) Canalizar la relación entre los miembros de la Agrupación, y entre éstos y el MITMA, y presentar en tiempo y forma al organismo financiador la documentación justificativa de la realización del proyecto, encargándose además de presentar aquellos otros informes y documentos que pudieran ser requeridos por éste con relación a la ayuda concedida.

b) Transmitir a los miembros, en forma y plazo y de manera fehaciente, cualquier información, notificación o requerimiento remitido por la Administración con relación a las ayudas concedidas. En aquellos casos de notificaciones procedentes de la Administración que incluyan un plazo para la respuesta por el interesado (tales como requerimientos de subsanación de falta de documentación o trámites de audiencia para la presentación de recursos y/o alegaciones), el traslado de estas notificaciones por la Entidad Coordinadora a los miembros se producirá de forma inmediata y en ningún caso superará el plazo máximo de cinco (5) días naturales desde su recepción, debiendo además informar a los miembros respecto a la fecha en la cual le fue practicada la citada notificación por la Administración.

c) Supervisar el progreso de elaboración del Plan de Acción de acuerdo con la metodología de trabajo fijada por común acuerdo de las partes.

d) Encargarse, a través del Alcalde-Presidente, de la convocatoria de las reuniones del Comité de Gestión y de la elaboración y remisión de las actas.

e) Asumir todas aquellas otras funciones que la Ley General de Subvenciones otorga a las entidades representantes de agrupaciones sin personalidad jurídica beneficiarias de ayudas.

Sexta. Compromisos de los miembros de la Agrupación.

Hacia la Entidad Coordinadora

Cada miembro se compromete a:

- Cumplir con las obligaciones de este Acuerdo.

- Preparar y entregar a la Entidad Coordinadora, en tiempo y forma, todos los informes, justificantes de gastos o documentos requeridos para la justificación al organismo financiador de la realización de los proyectos.

- Notificar sin demora a la Entidad Coordinadora cualquier información relacionada con la elaboración del Plan de Acción, especialmente los cambios que pudieran afectar de forma sustancial a su normal desarrollo.

- Atender aquellos requerimientos o notificaciones de la Administración de los que la Entidad Coordinadora les hubiese dado traslado en forma y plazo.

Hacia los otros miembros

Cada miembro se compromete a:

- Realizar a tiempo sus tareas asignadas en el plan de trabajo, utilizando para ello los modelos y plantillas establecidas para el seguimiento de los trabajos.

- Facilitar las informaciones y resultados a los otros miembros cuando así se hubiera acordado por el Comité de Gestión, utilizando para ello los modelos y plantillas establecidos.

- Notificar a los otros miembros cualquier retraso en la ejecución del plan de trabajo o incidencia que pudiera afectar a las tareas a realizar por el resto de miembros.

- Informar a los otros miembros de cualquier información externa que pudiera interesar para la realización de los proyectos.

- Notificar a los otros miembros de manera fehaciente y con carácter inmediato la existencia de cualquier situación, acaecida o prevista, que impida obtener la concesión de ayuda o el cobro de la misma.

- Cumplir con todas las obligaciones legales ligadas a la condición de entidad beneficiaria de ayudas públicas, con las condiciones propias de la convocatoria y con las condiciones técnico-económicas específicas de la ayuda concedida.

- Asumir el presupuesto correspondiente a las actividades que se le asignen y a gestionar el importe de la subvención a aplicar en cada caso.

Séptima. Responsabilidad, indemnización y litigios internos.

Responsabilidad

Todos los miembros de la Agrupación tendrán la consideración de beneficiarios de la/s subvención/es concedida/s, y serán responsables solidariamente respecto del conjunto de actividades subvencionadas a desarrollar por la Agrupación, incluyendo la obligación de justificar, el deber de reintegro o de reembolso de cuotas de préstamos, y las responsabilidades por infracciones.

Dada la responsabilidad solidaria respecto al conjunto de actividades subvencionadas, los miembros del Comité de Gestión tomarán las medidas necesarias para alcanzar los objetivos del proyecto y llevar a término el trabajo correspondiente a un posible miembro infractor.

El acuerdo sobre la reasignación de tareas a que lleguen las partes deberá ser objeto, en su caso, de autorización por parte del órgano concedente, a partir de la propuesta remitida por la Entidad Coordinadora.

En particular, en relación con el régimen de responsabilidad financiera de las partes sobre la ayuda concedida, se estará a lo dispuesto en las respectivas convocatorias, lo cual resultará de directa aplicación en caso de entrar en conflicto con cualquier estipulación del presente Acuerdo.

Cada miembro tiene la completa responsabilidad de las subcontrataciones que realice para el desarrollo de los proyectos. Las obligaciones que contraiga con el subcontratado no podrán ser exigidas a la Entidad Coordinadora ni al resto de los miembros de la Agrupación.

Cada miembro se asegurará de que sus subcontratados cumplan escrupulosamente con los requisitos de la ayuda concedida.

Indemnizaciones

Los miembros acuerdan asumir las consecuencias financieras de su responsabilidad, en relación con el daño causado a uno de ellos o a una tercera parte y con el alcance delimitado por el presente Acuerdo.

Cada miembro será responsable de la cobertura de los seguros sociales y de accidentes de su personal, según la normativa vigente de aplicación y de cualquier daño y perjuicios causados por su propio personal. Cada miembro deberá tener vigente un seguro de responsabilidad civil incluyendo el de responsabilidad ante terceros.

Salvo en los supuestos de actuación u omisión dolosa o negligencia grave, el importe máximo a exigir a un miembro en concepto de indemnizaciones como consecuencia de incumplimientos en las obligaciones y compromisos adquiridos en virtud del presente Acuerdo será el correspondiente al importe de la ayuda que tenga aprobada en la correspondiente Resolución de Concesión de ayuda o en modificaciones posteriores de la misma.

Sin perjuicio del límite máximo teórico de una indemnización por un incumplimiento a exigir a un miembro incumplidor indicado en el párrafo anterior, el Comité de Gestión tendrá en cuenta y valorará todos los elementos y circunstancias objetivas que hayan podido influir, tanto directa como indirectamente, en la acción u omisión generadora del incumplimiento, de forma que la decisión definitiva al respecto de la existencia del incumplimiento, y el importe, en su caso, de la indemnización a solicitar a la parte incumplidora, sea justa y razonable. 

Si una vez transmitida a la parte incumplidora la decisión adoptada al respecto por el Comité de Gestión, ésta estuviera conforme con la misma, deberá proceder al abono de la indemnización a la parte/s afectada/s por el referido incumplimiento y señalada/s en la decisión del Comité de Gestión.

En caso de que la parte incumplidora no estuviese de acuerdo con la decisión del Comité de Gestión, bien por el concepto, bien por el importe de la indemnización, y se negara, por tanto, a su abono, el conjunto de las partes podrá ejercitar de manera colectiva o individual las acciones legales que estime oportunas, de conformidad con lo recogido en la ESTIPULACIÓN DÉCIMA.

Litigios internos

Para la resolución de posibles litigios internos se estará a lo dispuesto en la ESTIPULACIÓN CUARTA de este Acuerdo, referente al funcionamiento del Comité de Gestión o, en su caso, en la ESTIPULACIÓN DÉCIMA sobre Jurisdicción y Resolución de Conflictos.

Octava. Propiedad y protección legal de los resultados.

Todos los miembros de la Agrupación podrán utilizar de forma individual los resultados de los proyectos, previa comunicación por escrito a la Agrupación o, si ésta se hubiese disuelto, a cada uno de los ex miembros.

Cuando uno de los miembros haga uso individual de uno o varios resultados deberá hacer mención expresa y pública del Plan de Acción y de los municipios que integran esta Agrupación.

Los miembros acuerdan facilitar la difusión de los resultados de la elaboración y ejecución del Plan de Acción y su utilización por parte de otras entidades locales, instituciones y agentes socioeconómicos, siempre que el uso no tenga ánimo de lucro y esté vinculado a proyectos de desarrollo sostenible.

En particular, los miembros acuerdan la cesión de derechos de uso no exclusivo de los resultados en beneficio de la administración pública española, por la duración que establezca la regulación de la propiedad intelectual.

Novena. Vigencia.

El presente Acuerdo iniciará su vigencia desde la fecha de la firma del mismo por todos los miembros y, en caso de que la Agrupación reciba una subvención, no quedará extinguido hasta que haya transcurrido el plazo de prescripción previsto en los artículos 39 y 65 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y, en el caso de que la subvención sea en forma de préstamo, hasta que se produzca su amortización total.

Décima. Jurisdicción y resolución de conflictos.

Los miembros se comprometen a resolver amigablemente cualquier diferencia que sobre el presente Acuerdo pueda surgir. En el caso de no ser posible una solución amigable, y resultar procedente litigio judicial, los miembros acuerdan, con renuncia expresa a cualquier otro fuero que pudiera corresponderles, dada la naturaleza administrativa de este Acuerdo de Agrupación, someterse a la competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa de Jaén.

Y en prueba de conformidad, firman el presente Acuerdo, en el lugar y fecha arriba indicados.”

Sometido el asunto a votación resultado aprobado por la unanimidad de los miembros corporativos presentes que representa el quórum de la mayoría absoluta del número legal de miembros necesario para la adopción de este acuerdo, facultando al Sr.Alcalde a la ejecución de este acuerdo para llevarlo a buen fin y a su firma.
6º) PLAN DE MEDIDAS ANTIFRAUDE EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA.
Se trae a conocimiento y votación del Pleno, previa conformidad del mismo a su inclusión como asunto del orden del día la siguiente cuestión:


Plan de medidas antifraude en relación con la protección de los intereses financieros de la Unión Europea por los beneficiarios de los fondos del Mecanismo para la Recuperación y la Resiliencia (M.R.R.) correspondientes al Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (P.R.T.R.). 

I.- ANTECEDENTES DE HECHO. 

1.- El P.R.T.R. es el instrumento aprobado por el Gobierno de España para el desarrollo de los fondos europeos de recuperación NextGenerationEU en el marco del (M.R.R.), regulado a través del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021 y cuya finalidad es apoyar la inversión y las reformas en los Estados Miembros para lograr una recuperación sostenible y resiliente, al tiempo que se promueven las prioridades ecológicas y digitales de la U.E.

2.- A fin de desarrollar las iniciativas planteadas en el P.R.T.R., se ha aprobado la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del mencionado Plan.

3.- El artículo 6 de dicha Orden establece la obligación de que toda entidad, decisora o ejecutora, que participe en la ejecución de las medidas del P.R.T.R. disponga de un Plan de medidas antifraude con la finalidad de garantizar  que los fondos correspondientes se han utilizado de conformidad con las normas aplicables, en particular, en lo referido a la prevención, detección y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses.
II.- FUNDAMENTOS JURÍDICOS.  
PRIMERO. Con la finalidad de dar cumplimiento a las obligaciones que el artículo 22 del Reglamento (UE) 241/2021 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, la U.E., en relación con la protección de los intereses financieros que le son propios, establece la obligación de toda entidad, decisora o ejecutora, que participe en la ejecución de las medidas del P.R.T.R.  de disponer de un Plan de medidas antifraude que le permita garantizar y declarar que, en su respectivo ámbito de actuación, los fondos correspondientes se han utilizado de conformidad con las normas aplicables. En particular, en lo referido a la prevención, detección y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses.
SEGUNDO. La Legislación aplicable es la siguiente:

· La Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del P.R.T.R.  .

· Los artículos 21.1.a), d) y s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

TERCERO. El Plan deberá cumplir los siguientes requerimientos mínimos:

a) Su aprobación por la entidad decisora o ejecutora, en un plazo inferior a 90 días desde la entrada en vigor de la Orden o, en su caso, desde que se tenga conocimiento de la participación en la ejecución del P.R.T.R.

b) Una estructura de las medidas antifraude de manera proporcionada y en torno a los cuatro elementos clave del denominado ciclo antifraude: Prevención, detección, corrección y persecución.

c) Prever la realización de una evaluación del riesgo, impacto y probabilidad de riesgo de fraude en los procesos clave de la ejecución del P.R.T.R. y su revisión periódica, bienal o anual según el riesgo de fraude y, en todo caso, cuando se haya detectado algún caso de fraude o haya cambios significativos en los procedimientos o en el personal.

d) Definir medidas preventivas adecuadas y proporcionadas, ajustadas a las situaciones concretas, para reducir el riesgo residual de fraude a un nivel aceptable.

e) Prever la existencia de medidas de detección ajustadas a las señales de alerta y definir el procedimiento para su aplicación efectiva.

f) Definir las medidas correctivas pertinentes cuando se detecte un caso sospechoso de fraude, con mecanismos claros de comunicación de las sospechas de fraude.

g) Establecer procesos adecuados para el seguimiento de los casos sospechosos de fraude y la correspondiente recuperación de los Fondos de la UE gastados fraudulentamente.

h) Definir procedimientos de seguimiento para revisar los procesos, procedimientos y controles relacionados con el fraude efectivo o potencial, que se transmiten a la correspondiente revisión de la evaluación del riesgo.

i) Definir  procedimientos relativos a la prevención y corrección de situaciones de conflictos de interés conforme a lo establecido en los apartados 1 y 2 del artículo 61 del Reglamento Financiero de la UE. En particular, deberá establecerse como obligatoria la suscripción de una Declaración de Ausencia de Conflicto de Intereses    -por quienes participen en los procedimientos de ejecución del Plan, la comunicación al superior jerárquico de la existencia de cualquier potencial conflicto de intereses y la adopción por este de la decisión que, en cada caso, corresponda.
CUARTO. A efectos de lograr una homogeneidad en el diseño de las medidas antifraude, y sin perjuicio de la aplicación de medidas adicionales atendiendo a las características y riesgos específicos de la entidad de que se trate, se recoge en el anexo II.B.5 de la Orden 1030/2021 un cuestionario de autoevaluación relativa al estándar mínimo, y en el anexo III.C la orientación sobre medidas de prevención, detección y corrección del fraude, corrupción y conflicto de intereses, en el que se hace referencia a las posibles medidas a adoptar para garantizar una apropiada protección de los intereses financieros de la Unión en la ejecución de actuaciones financiadas o a financiar por el M.R.R.

QUINTO. La normativa aplicable no establece un procedimiento para la aprobación del Plan antifraude,  el modelo es meramente orientativo y está basado en los contenidos de la Orden HFP/1030/2021 y documentación de la Comisión Europea.
A. A los efectos de llevar a cabo la evaluación del riesgo, impacto y probabilidad de riesgo de fraude, se deberá designar una Comisión antifraude que lleve a cabo los trabajos necesarios para la evaluación. La creación de la Comisión y la  designación de sus miembros se aprobará por la Alcaldía en ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 21.1 s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

B. A la vista de los resultados de la evaluación del riesgo de fraude realizada la Comisión diseñará las medidas necesarias que permitan prevenir, detectar, corregir y perseguir los intentos de fraude en base a las cuales se redactará el Plan antifraude del Ayuntamiento.

C. El Plan de medidas antifraude se aprobará por la Alcaldía y su contenido estará a disposición de la ciudadanía en la sede electrónica.


Con fundamento en cuanto antecede, se eleva a la Alcaldía  la siguiente propuesta de resolución:
PRIMERO. Aprobar  por unanimidad el Plan de Medidas Antifraude de este Ayuntamiento para el sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, contenido en documento que elaborado por la Diputación Provincial, se asume como idóneo para este Ayuntamiento.
SEGUNDO. Aprobar por unanimidad la constitución de la Comisión Antifraude del Ayuntamiento con objeto de dar cumplimiento a las obligaciones legales en materia de lucha contra el fraude derivadas de la gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.
La Comisión estará compuesta por el Alcalde-Presidente, D.Enrique Carreras Fresno y Doña Trinidad Torres Amezcua (PSOE), D.Miguel Contreras López (PP) siendo el Secretario-Interventor, Secretario de dicha comisión. 
7.- SOLICITUD DE SUBVENCIÓN A LA CONSEJERÍA DE TRANSFORMACIÓN ECONÓMICA, INDUSTRIA, CONOCIMIENTO Y UNIVERSIDADES, PARA IMPULSAR LA MEJORA, MODERNIZACIÓN Y PROMOCIÓN DEL COMERCIO Y LA ARTESANÍA EN ANDALUCÍA (ORDEN DE 6 DE AGOSTO DE 2021)
 Vista  la  Orden de 06 de Agosto de 2021, por la que se aprueban las bases reguladoras para la concesión de subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, dirigidas a ayudas a Ayuntamientos y destinadas a impulsar la mejora, modernización y promoción del comercio y la artesanía en Andalucía. (BOJA nº 154, 11 de agosto de 2021)  de la Consejería de Transformación Económica, Industria, Conocimiento y Universidades  de la Junta de Andalucía.

En virtud de lo cual se ha procedido a preparar la documentación preceptiva para la inclusión de la Actuación de INSTALACIÓN FOTOVOLTAICA Y COMPARTIMENTACIÓN DE ALMACEN EN MERCADO DE ABASTOS DE BEDMAR (JAÉN) dentro de los beneficios de dicha Orden por un importe total de 43.802,96 euros, solicitando a la Consejería de Transformación Económica, Industria, Conocimiento y Universidades una subvención de 32.852,22 euros. 

         Visto lo cual, el Pleno por unanimidad de los presentes, que represente el quórum de mayoría absoluta del número legal de miembros corporativos, ACUERDA:
Primero: Aprobar la solicitud de inclusión de la actuación denominada INSTALACIÓN FOTOVOLTAICA Y COMPARTIMENTACIÓN DE ALMACÉN EN MERCADO DE ABASTOS DE BEDMAR (JAÉN) aprobando la actuación y la documentación técnica, con compromiso de habilitar el crédito presupuestario para dicha actuación

Segundo: Solicitar a la Consejería de Transformación Económica, Industria, Conocimiento y Universidades su inclusión  de  una subvención de por importe de 32.852,22 euros. 

Tercero: Adjuntar el presente acuerdo al expediente para su presentación en la Delegación Territorial de la Consejería de Transformación Económica, Industria, Conocimiento y Universidades  en Jaén.

8º) MODIFICACIÓN DE LA ORDENANZA DE POLICÍA Y BUEN GOBIERNO.
Se somete a consideración del Pleno la Propuesta de la Alcaldía que es como sigue:
  “Por la presente, propone la Modificación de la Ordenanza de Policía y Buen Gobierno en su artículo 7 que dice literalmente:
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  En tanto que con motivo del término de las obras de Restauración del Castillo se hace necesario por no ofrecer aún las condiciones de seguridad y ornato para ser visitado, y para proteger tanto a las personas como al bien, señalizar la prohibición de entrada, salvo autorización del Ayuntamiento, es preciso establecer una norma habilitante para establecer esta infracción y la correspondiente infracción.

  Ahora bien, iguamente esta norma debe ser extensible a todo edificio o espacio público (parques etc.) de titularidad municipal en que se decida que el público no  pueda acceder bien por seguridad o para incentivar su conservación.

   Siendo así que se añade un punto f) al art. 7 de la Ordenanza de Policía y Buen Gobierno
  f) El acceso o permanencia a edificios o espacios públicos municipales en que esté prohibida la entrada mediante la pertinente señalización o aviso.

 Los Ayuntamientos tiene la potestad de tipificar infracciones y sanciones en virtud del TITULO XI  la Ley 7/85 de 2 de Abril de Bases del Régimen Local

“TÍTULO XI

Tipificación de las infracciones y sanciones por las Entidades Locales en determinadas materias
Artículo 139. Tipificación de infracciones y sanciones en determinadas materias.

Para la adecuada ordenación de las relaciones de convivencia de interés local y del uso de sus servicios, equipamientos, infraestructuras, instalaciones y espacios públicos, los entes locales podrán, en defecto de normativa sectorial específica, establecer los tipos de las infracciones e imponer sanciones por el incumplimiento de deberes, prohibiciones o limitaciones contenidos en las correspondientes ordenanzas, de acuerdo con los criterios establecidos en los artículos siguientes.”

 Asimismo la modificación de la Ordenanza seguirá el trámite establecido en el art.49 de la LBRL:
“Artículo 49. 

La aprobación de las Ordenanzas locales se ajustará al siguiente procedimiento:

a) Aprobación inicial por el Pleno.

b) Información pública y audiencia a los interesados por el plazo mínimo de treinta días para la presentación de reclamaciones y sugerencias.

c) Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presentadas dentro del plazo y aprobación definitiva por el Pleno.

En el caso de que no se hubiera presentado ninguna reclamación o sugerencia, se entenderá definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional”

 No obstante el Pleno acordará lo oportuno.”
Sometido el asunto a votación resulta aprobado por unanimidad de los Sres. Concejales presentes conforme al art. 49 de la Ley 7/85 de 2 de abril de Bases del Régimen Local lo siguiente:

1. Aprobar inicialmente la Ordenanza.

2. Someterla durante el plazo de 30 días hábiles al trámite de información pública mediante edictos en el Tablón de Anuncios del Ayuntamiento y Boletín Oficial de la Provincia a efectos de reclamaciones y sugerencias.

3. Considerarla definitivamente aprobada de no presentarse ninguna entrando en vigor con la publicación íntegra de su texto en el Boletín Oficial de la Provincia.

4. De presentarse reclamaciones o sugerencias, se elevarían al Pleno para su posterior resolución.

9º) MODIFICACIÓN DE LA RELACIÓN DE PUESTOS DE TRABAJO PARA INCLUIR UNA PLAZA DE POLICÍA LOCAL.
Se somete a consideración del Pleno la Propuesta de la Alcaldía que es como sigue:

“PROPUESTA SOBRE MODIFICACIÓN DE LA RELACIÓN DE PUESTOS DE TRABAJO PARA CREACIÓN DE PLAZA DE POLICÍA LOCAL.

  Esta Alcaldía tiene a bien proponer al Pleno la adopción del siguiente acuerdo sobre la posibilidad de creación de un puesto de Policía Local en la Relación de Puestos de Trabajo, plantilla de personal que sea susceptible de ser convocado mediante la oferta de empleo público. transcribiendo a continuación el informe del Secretario:

“A petición del Sr.Alcalde, emito el siguiente informe sobre la posibilidad de creación de un puesto de Policía Local en la Relación de Puestos de Trabajo, plantilla de personal que sea susceptible de ser convocado mediante la oferta de empleo público.

 Siendo así que en el ejercicio 2021 hay dos puestos de la RPT que por jubilación de sus titulares han quedado vacantes, correspondientes a los puestos  3 y 5 de Auxiliares de Administración General.

  Por tanto dentro de la aplicación de la tasa de reposición de efectivos vemos que en la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022, que en su art.20 dispone lo siguiente:

 Artículo 20. Oferta de Empleo Público, contratos y nombramientos temporales del personal del sector público.

Uno. 1. La incorporación de personal de nuevo ingreso con una relación indefinida en el sector público, a excepción de los órganos contemplados en el apartado Uno.e) del artículo anterior, se regulará por los criterios señalados en este artículo, sujetándose a las siguientes tasas de reposición de efectivos:

a) En los sectores prioritarios la tasa será del 120 por cien y en los demás sectores del 110 por cien.

  Por tanto, la normativa permite que de las dos vacantes producidas ambas puedan ser objeto de oferta de empleo público en el 2022, y como paso previo a ello incluidas en la RPT, y en la plantilla de personal, documento que integrará el Presupuesto municipal para el año 2022.

  En tanto que las vacantes producidas lo son como Auxiliares Administrativos, nada impide que una de ellas sea reconvertida a Policía Local, no habiendo para este Cuerpo ninguna limitación en la citada ley presupuestaria para absorber puestos dimanantes de tasa de reposición de efectivos.

Y así el punto 3 del citado artículo 20 establece lo siguiente:

“Tres. 1. La tasa de reposición de uno o varios sectores o colectivos prioritarios se podrá acumular en otros sectores o colectivos prioritarios. Igualmente, la tasa de reposición de los sectores no prioritarios podrá acumularse en los sectores prioritarios. Las entidades locales que tuvieran amortizada su deuda financiera a 31 de diciembre del ejercicio anterior podrán acumular su tasa de reposición indistintamente en cualquier sector.”

Por todo ello, se ajusta a derecho la inclusión en la RPT del puesto de Policía Local, sustituyendo a la vacante por jubilación de un Auxiliar Administrativo.

Puesto que se modifica:

Número 3: Pasa de Auxiliar Administrativo, Escala de Administración General, Subescala Auxiliar, Grupo c2

Pasa a 3) Policía Local Escala de Administración Especial, Subescala de Servicios Especiales, Categoría de Policía del Cuerpo de la Policía Local, Grupo C1, Nivel de complemento de destino: 18, Complemento Específico 8.544,08 euros.

  La competencia para adoptar el acuerdo es del Pleno con el quórum de mayoría simple.

  El citado acuerdo debe superar el trámite de información pública mediante anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia por plazo de 20 días hábiles.”

  Por lo que tengo a bien proponer al Pleno la adopción del acuerdo en dicho sentido.”
Sometido el asunto a votación resulta aprobado por unanimidad de los Sres. Concejales presentes lo siguiente:

1. Aprobar inicialmente la presente Modificación de la Relación de Puestos de Trabajo de este Ayuntamiento..

2. Someterla durante el plazo de 20 días hábiles al trámite de información pública mediante edictos en el Tablón de Anuncios del Ayuntamiento y Boletín Oficial de la Provincia a efectos de reclamaciones y sugerencias, con publicación de su contenido.

3. Considerarla definitivamente aprobada de no presentarse ninguna

10º) OTROS ASUNTOS QUE SURGIERAN ENTRE LA CONVOCATORIA Y LA CELEBRACIÓN DEL PLENO PREVIA RATIFICACIÓN DE LA URGENCIA.
No hay ninguno.

11º) DAR CUENTA DE RESOLUCIONES DE LA ALCALDÍA.

Se da cuenta del EXTRACTO DE LAS RESOLUCIONES DE LA ALCALDÍA DICTADAS  DESDE  23 DE NOVIEMBRE DE 2021 A FECHA ENERO 2022.     
	NÚMERO  RESOLUCION
	FECHA
	EXTRACTO/CONTENIDO

	62/2021
	24/11/21
	Propuesta de incorporación al Plan Provincial de Cooperación a las obras y servicios de competencia municipal para el ejercicio 2.022

	63/2021
	26/11/21
	Adhesión al Programa “Cineverano 2022”

	64/2021
	15/12/21
	Nombramiento de Tribunal Calificador por oposición  libre de una plaza de Policía Local.

	65/2021
	22/12/21
	Aprobación listas cobratorias de Recogida de basura, Abastecimiento de Agua, Depuración y Canon de la J.A. correspondiente al 3º Trimestre 2021

	66/2021
	23/12/21
	Aprobación de modificación de créditos nº 3/2021

	
	
	EJERCICIO 2.022

	01/2022
	11/01/22
	Emergencia social  a D. Carmelo López Gómez en concepto de manutención 

	02/2022
	18/01/22
	Acuerdo de solicitud de subvención a la Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y Desarrollo Sostenible  y aprobación del Proyecto “Adecuación de Cubierta para observatorio astronómico en el Edificio Municipal de Usos Múltiples de Bedmar”

	03/2022
	21/01/22
	Solicitud de inscripción en el Registro de Pareja de Hecho formulada por D. Antonio Ruano Cobo y Dª María del Carmen Ávila Zafra.


El Pleno queda enterado, solicitando el Sr.Contreras copia de las resoluciones números 64 y 66.
  Y no habiendo más asuntos que tratar, el Sr. Alcalde-Presidente ordenó levantar la sesión cuando eran las 19:30 del día de la fecha, extendiéndose la presente Acta, por mí el Secretario, que doy fe de todo lo tratado y acordado.

Vº,Bº

EL ALCALDE,
	%. ( con un máximo del 30 %)
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